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 TOCA 19/2022

EXP. 837/2020-3 


	TOCA DE APELACIÓN: *********/2022/SS.

	JUICIO CONTENCIOSO: *********/2020/3.

	RECURRENTE: *********,  SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, POR CONDUCTO DE SU  AUTORIZADA EN TÉRMINOS AMPLIOS *********. 

	DEMANDADO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO: SERVICIOS DE SALUD DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

	MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

	SECRETARIO: MÓNICA LÁRRAGA SAINZ.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, quince de agosto de dos mil veintidós.

V I S T O S para resolver los autos del toca *********/2022/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado por *********, sociedad anónima de capital variable, por conducto de su autorizada en términos amplios, *********, el dieciocho de marzo de dos mil veintidós, en la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; en contra de la resolución de diez de enero de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en el juicio contencioso administrativo *********/2020/3; turnados a ésta Sala Superior el veintisiete de abril de dos mil veintidós, mediante oficio SA-0*********/2022, signado por el Magistrado de la referida Tercera Sala Unitaria; y,
R E S U L T A N D O
I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:
“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se tiene por no configurada la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de fecha diecisiete de abril de dos mil diecinueve y por tanto se declara que el Actor no acreditó las acciones intentadas en este procedimiento y que constituyen el acto reclamado de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de la presente resolución.…”

II.- Inconforme con la referida determinación, *********, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su autorizada en términos amplios *********, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el dieciocho de marzo de dos mil veintidós, en la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en éste Tribunal de Alzada el veintisiete de abril del mismo año; atendiendo a que por auto de ocho de abril de dos mil veintidós
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a ésta Sala Superior la apelación con las copias que adjuntó la recurrente, así como los autos del expediente *********/2020/3.
III.- Por acuerdo de dos de mayo de dos mil veintidós
, se radicó la apelación bajo el consecutivo *********/2022/SS y se ordenó notificar a la demandada en el juicio de origen Servicios de Salud de Gobierno del Estado de San Luis Potosí,*********para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- El diecinueve de mayo de dos mil veintidós
 se tuvo a *********, en su carácter de Subdirectora de Asuntos Jurídicos del Organismo Descentralizado, denominado Servicios de Salud; por desahogando la vista otorgada en el auto de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la moral recurrente y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. 
Esta Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer del presente recurso de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II,  23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado.

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

[…].”

“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima *********, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su autorizada en términos amplios *********
, ya que se trata de la parte actora en el juicio contencioso administrativo *********/2020/3, cuya resolución es el acto apelado en términos del artículo 152, primer párrafo, del mismo Código Procesal.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa fue notificada a la actora, ahora recurrente, personalmente el veinticuatro de febrero de dos mil veintidós
, por lo que en términos del artículo 40
 del mismo código procesal, dicha notificación surtió efectos el veinticinco del mismo mes y año, por lo que el plazo de interposición transcurrió del veintiocho de febrero  al dieciocho de marzo de dos mil veintidós; sin contar los días cinco, seis, doce y trece de marzo de dos mil veintidós por ser inhábiles de conformidad con lo dispuesto por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo; por lo que si el recurso de apelación se presentó el dieciocho de marzo de dos mil veintidós, se interpuso oportunamente.
QUINTO.- Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por *********, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su autorizada en términos amplios *********, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el  artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
En ese sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de diez de enero de dos mil veintidós
,  se determinó que no se configuró la resolución de negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, mediante el cual  solicitó el pago de los trabajos extras realizados a los Centros de Salud, por la cantidad de ********* (*********pesos *********/********* M.N.).
De lo anterior se advierte, que este asunto es de cuantía determinada, es decir por el monto de los trabajos extras demandados por la parte actora, los cuales ascienden al monto anteriormente señalado.
Por su parte, el artículo 152, fracción I, del código procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el diez de enero de dos mil veintidós, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $96.22 (noventa y seis pesos 22/100 M.N).
Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la  Unidad de Medida y Actualización asciende a $96.22 (noventa y seis pesos 22/100 M.N), multiplicado por mil quinientos, -en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $144,330.00 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos treinta pesos 00/100).
Lo anterior se refleja de la siguiente forma:
Valor diario UMA 2022: $96.22
Operación: 89.62 X 1500= $144,330.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a $********* (*********pesos *********/********* M.N.), resulta superior a la requerida por la fracción I, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $144,330.00 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos treinta pesos 00/100).
De lo anterior se advierte, que el recurso intentado resulta procedente en atención a que el monto de la Litis rebasa el que establece la fracción I del citado artículo 152.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por la apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO.- Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede  a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
1. Por escrito presentado el veintiséis de noviembre de dos mil veinte, ante la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ********* en su carácter de Administrador Único de la persona moral *********,*********sociedad anónima de capital variable, demandó de Servicios de Salud de Gobierno del Estado, los siguientes actos: 
“[…] Negativa Ficta configurada con motivo del escrito presentado en fecha 17 de abril de 2019 por CET ante la titular de Servicios de Salud de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, Dra. *********, en el que se solicitó el pago de los trabajos extras que se hicieron en los Centros de Salud enlistados en el presupuesto entregado al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento de esa dependencia por la cantidad de $********* (********* pesos *********/100 M.N.), así como los gastos financieros a que CET se hizo acreedora por pago tardío de conformidad con el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, en relación con el Contrato de Obras Públicas *********, de fecha 30 de julio de 2014 […]”

2. Admisión. Mediante auto de uno de diciembre de dos mil veinte
, la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a Servicios de Salud de Gobierno del Estado, por conducto de su titular *********, para que produjera su contestación a la demanda.

3. Contestación de demanda. Por escrito presentado el seis de enero de dos mil veintiuno
, *********, en su carácter de Subdirector de Asuntos Jurídicos de Servicios de Salud de San Luis Potosí, dio contestación a la demanda y ofreció pruebas.
4. Vista. En auto de veinte de enero de dos mil veintiuno
, la Sala de Origen tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda y admitió las pruebas ofrecidas por las partes.

5. Ampliación de demanda. Por escrito presentado el once de marzo de dos mil veintiuno
, la actora amplió su demanda, aduciendo toralmente que sí se configura la negativa ficta respecto de su petición de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, en razón de que la respuesta emitida por la demandada mediante oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, no emitió resolución a la petición formulada, sino únicamente da un seguimiento a la petición al requerirle documentación para resolver la petición de pago que le realizó.
6.  Por auto de siete de julio de dos mil veintiuno
 la Tercera Sala Unitaria declaró precluido el derecho de la autoridad demandada para contestar la ampliación de demanda  y por contestando en sentido afirmativo.

7.- Finalmente el trece de septiembre de dos mil veintiuno
, se señalaron las catorce horas del veintiuno de octubre del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia de Ley. 

8. Citación para sentencia. En la fecha y hora señalada en el inciso anterior, se llevó a cabo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita, sin la asistencia de las partes; se desahogaron las pruebas; se dio cuenta con el escrito de la actora mediante el cual formuló alegatos y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo *********/2020-3.

12. Emisión de sentencia. Mediante resolución de diez de enero de dos mil veintidós
 la Tercera Sala Unitaria, consideró que no se configuró la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de diecisiete de abril de dos mil diecinueve y por tanto, declaró que no acreditó las acciones intentadas en dicho procedimiento.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación.

OCTAVO. ESTUDIO. Los agravios que hace valer la recurrente, son infundados; por ende, insuficientes para revocar el fallo impugnado; no obstante, este Tribunal advierte una violación que conlleva a modificar la resolución apelada.
Previo a dar inicio al estudio de los agravios, se estima necesario realizar una breve síntesis de las consideraciones en que se sustenta el fallo reclamado.
En el fallo recurrido de diez de enero de dos mil veintidós, dictado en el juicio contencioso administrativo *********-3, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria determinó que la Litis se entabló en relación a la legalidad o ilegalidad de la negativa ficta que recayó al escrito presentado por la parte actora el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, ante la demandada Servicios de Salud, en el que solicitó el pago de los trabajos extras que se hicieron en los Centros de Salud enlistados en el presupuesto entregado al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento de esa dependencia, por la cantidad de*********$*********(*********pesos *********/100 M.N.), así como los gastos financieros a que *********, Sociedad Anónima de Capital Variable, se hizo acreedora por el pago tardío de conformidad con el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, en relación con el Contrato de Obra Pública *********, de treinta de julio de dos mil catorce.*********
Luego, la Sala de Origen en el considerando sexto expresó que no se acreditó la negativa ficta ya que en relación a la petición formulada por la parte actora el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, recayó una respuesta por parte de la autoridad demandada, mediante el oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve.

Para tal efecto, atendió a que los elementos que configuran una resolución negativa ficta, son los siguientes: 

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.
Por tanto, en el fallo recurrido se sostuvo que no se configuró la negativa ficta impugnada ya que no se colmó con el elemento precisado en el inciso b), pues no se acreditó un silencio por parte de la demandada, situación que se corroboró con la respuesta emitida mediante el oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, se denota que jamás existió un silencio por parte de Servicios de Salud de San Luis Potosí, que pudiera implicar intrínsecamente una respuesta a la solicitud o pedimento formulado a su cargo, en sentido negativo, ya que hubo un pronunciamiento respecto del documento sobre el cual se pretende recaiga la declaratoria de negativa ficta.
En consecuencia, al no tener por configurada la segunda hipótesis que configura la negativa ficta, la Tercera Sala Unitaria refirió que no podía ser analizada la respuesta contenida en el oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, pues el propósito de la resolución negativa ficta es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad, lo cual no ocurrió en el asunto de que se trata, en virtud de que la demandada si le dio respuesta y le notificó la misma a la hoy accionante.

Luego, al no haber interpuesto los medios de defensa pertinentes, en contra de dicha respuesta en los plazos previstos, no era dable pronunciarse respecto a la legalidad o ilegalidad de la respuesta.
En virtud de lo anterior, la Tercera Sala Unitaria, declaró que no se configuraba la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante a su escrito de diecisiete de abril de dos mil diecinueve y por tanto declaró que el actor no acreditó las acciones intentadas.

En contra de dicha determinación, la actora recurrente, esgrime en esencia lo siguiente:
1. Que es equivocado que la Tercera Sala Unitaria determine, que no se configura la negativa ficta en virtud de que la autoridad demandada, emitió respuesta a su petición de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, pues la causa petendi, no se ciñe únicamente en solicitar el “informe” o motivo por el cual no se han realizado los pagos de las estimaciones aducidas en dicho escrito, sino la de obtener el pago de las estimaciones ahí señaladas.

2. Por otro lado, refiere que de los elementos que configuran la negativa ficta, se desprende que esta se actualiza cuando no existe una respuesta por parte de la autoridad en un tiempo determinado (silencio administrativo), ó cuando haciéndolo, lo realiza de una manera renuente y sin fundamentación ni motivación, sin dar respuesta al fondo de la cuestión que se le planteó, se entenderá que está respondiendo en sentido negativo a lo peticionado.

3. En ese mismo aspecto, indica que la respuesta que emita la autoridad debe cumplir con los requisitos que corresponden a las resoluciones de todo acto administrativo; es decir, dice debe ser congruente, completa, rápida y debidamente fundada y motivada, siendo que en el caso, la otorgada mediante oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, no cumple con dichos requisitos, además de ser evasiva e incongruente a lo solicitado, ya que la petición no se centraba en solicitar información acerca del motivo por el cual no se han realizado los pagos de las estimaciones aducidas en el escrito referido, sino en la de obtener el pago de las mismas.

4. Que la respuesta dada por la autoridad demandada, es incongruente, pues no resuelve la pretensión; es decir, si procede o no el pago; ya que aduce no hay una exposición clara y directa de las razones de hecho y de derecho del porqué no es posible jurídicamente acceder a lo peticionado, sino que es evasivo y renuente a otorgar lo pedido.
5. Que la Tercera Sala Unitaria, no debió considerar como respuesta lo expuesto en el oficio *********, ya que el mismo no tiene los elementos que debe contener una respuesta administrativa, por lo que incurrió en parcialidad a favor de la demandada, ello en contravención a lo dispuesto por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3, fracción XX, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí y 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, pues dicho libelo debió haberse considerado como una respuesta evasiva, sin fundamentación ni motivación; y por tanto, tomarse como silencio administrativo, y en consecuencia, tener por configurada la negativa ficta.
6. Que es erróneo que la Tercera Sala Unitaria determinara que no era dable entrar al estudio del fondo del asunto, puesto que la negativa ficta sí se configuró, de ahí que se encontraba obligada a pronunciarse sobre el fondo de la pretensión, puesto que el propósito de la resolución de la negativa ficta, es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad.
Ahora bien, como se adelantó, los anteriores agravios vertidos por la aquí recurrente, son infundados, como enseguida se verá:
En el presente considerando se analizan de manera conjunta los agravios
, en atención a la estrecha relación que guardan entre sí, ya que están dirigidos al mismo fin, que consiste en demostrar que contrario a lo determinado por el A quo en la resolución combatida, a su parecer, sí se configuró la negativa ficta, en virtud de que la autoridad demandada, en respuesta a su petición de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, emitió una respuesta evasiva, en la que no contestó si era procedente el pago solicitado, lo que en modo alguno constituye, en su opinión, respuesta a lo solicitud de pago.
Para acreditar la anterior calificativa, en principio, es menester precisar que la acción que motivó los actos reclamados en el juicio de origen (negativa ficta) deriva de un contrato de obra pública a precio alzado y tiempo determinado, *********.
En este orden de ideas, de la demanda de nulidad se desprende que la actora reclamó 1) la resolución negativa ficta del escrito presentado el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, a Servicios de Salud, mediante el cual solicitó el pago de los trabajos extras que se hicieron en los Centros de Salud enlistados en el presupuesto entregado al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento de esa dependencia, por $********* (********* pesos *********/100 M.N), así como los gastos financieros por pago tardío, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, en relación con el contrato de Obra Pública ********* de treinta de julio de dos mil catorce.
Ahora bien, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de la jurisprudencia 2a./J. 63/2020 (10a), con registro digital 2022835, determinó que para demandar un tema relacionado con el pago derivado del incumplimiento a las cláusulas de un contrato de obra pública, es necesario que el gobernado previamente requiera el cumplimiento respectivo, para generar el acto donde la autoridad manifieste su voluntad (expresa o ficta) de no cumplir con lo pactado, en dicho criterio se establece lo siguiente:
“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CUANDO SE DEMANDA EL PAGO DERIVADO DEL INCUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DE UN CONTRATO DE OBRA PÚBLICA, Y NO EXISTA ACTO DE AUTORIDAD QUE TENGA EL CARÁCTER DE DEFINITIVO. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron sobre la procedencia del juicio contencioso administrativo cuando se reclama el pago derivado del cumplimiento de un contrato de obra pública; mientras uno de ellos sostiene que es necesario aplicar el principio de interpretación más favorable, de modo que se acepte la procedencia del juicio, aun cuando no exista una resolución, acto o procedimiento emitido por autoridad, que tenga el carácter de definitivo; el otro sostuvo que se requiere una resolución que tenga el carácter de definitiva, o bien, en su caso, elevar una solicitud ante la autoridad respecto al pago de las cantidades reclamadas para que le recaiga una negativa ficta o expresa, que constituya esa última voluntad; sin que el principio de interpretación más favorable implique inobservar los diversos principios constitucionales y legales del sistema jurídico mexicano, tal como se sostiene en la jurisprudencia de esta Segunda Sala 2a./J. 56/2014 (10a.). 
Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que la sola afirmación sobre el incumplimiento de las cláusulas de un contrato de obra pública es insuficiente para hacer procedente el juicio contencioso administrativo federal. 
Justificación: Lo anterior, atendiendo a que los artículos 14 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (abrogada) y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de manera expresa establecen que es necesaria la existencia de una resolución definitiva. Entonces, para demandar un tema relacionado con el pago derivado del incumplimiento a las cláusulas de un contrato de obra pública, es necesario que el gobernado previamente requiera el cumplimiento respectivo, para generar el acto donde la autoridad manifieste su voluntad de no cumplir con lo pactado, porque será el acto o resolución que le cause perjuicio; o bien, en su caso, ante la omisión de respuesta, se actualizará la negativa ficta que haga procedente el juicio contencioso administrativo. Lo anterior no riñe con el derecho fundamental de acceso a la impartición de justicia, porque las condicionantes previstas en la ley para la procedencia del juicio contencioso administrativo no privan a los gobernados de los derechos consagrados en la Norma Fundamental, ya que el legislador únicamente está ejerciendo la facultad conferida constitucionalmente.
Además, por razones de seguridad jurídica, para la correcta y funcional administración de justicia y para la efectiva protección de los derechos de las personas, los Estados pueden y deben establecer presupuestos y criterios de admisibilidad, de carácter judicial o de cualquier índole, de los recursos internos; de manera que si bien es cierto que dichos recursos deben estar disponibles para el interesado y resolver efectiva y fundadamente el asunto planteado y, en su caso, proveer la reparación adecuada, también lo es que no siempre y en cualquier caso cabría considerar que los órganos y tribunales internos deben resolver el fondo del asunto que se les plantea, sin que importe verificar los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia del recurso intentado.” 
Conforme a lo anterior, resulta palpable que la procedencia del juicio contencioso administrativo, respecto a un tema relacionado con un pago derivado del incumplimiento dado a las cláusulas de un contrato de obra pública, se encuentra condicionada a la existencia de una resolución definitiva; es decir, es necesario que el gobernado previamente solicite el cumplimiento respectivo, para que sea precisamente el acto que al efecto emita la autoridad donde se contenga la manifestación de no cumplir con lo pactado, la que haga procedente la vía, porque será el acto o resolución que le cause perjuicio, o bien, en su caso, ante la omisión de respuesta, se actualizara la negativa ficta.

Marco normativo.

Ahora bien, a la figura de negativa ficta, se encuentra prevista en los artículos 3, fracciones XVI y XX, 20, 24, fracción IV, 171, fracción II, 234, fracción II, 237, fracción I y 244, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales son del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:
[…]
XVI. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular ;[…]”

“XX. Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente; […]”

“ARTÍCULO 20.- Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba  resolver […]”

 “ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

[…]
I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:
a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.
d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente; […]
IV. En el caso de negativa ficta en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa. […]” 

“ARTÍCULO 171. El acto administrativo válido será eficaz, ejecutivo y exigible: […]

[…] 

II. A partir de que se configure en el caso de ser negativa ficta, y […]”

“[…] ARTÍCULO 234. A la demanda deberán anexarse: 

[…]

II. Los documentos en que conste el acto impugnado y su notificación, cuando los tenga a su disposición el actor; o copia de la petición no resuelta, en caso de negativa ficta; […]” 

“[…] ARTÍCULO 237. La demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en los casos siguientes:

I. Cuando se impugne una negativa ficta; […]” 

“[…] ARTÍCULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes.

[…]Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.[…]”

De los artículos transcritos, se advierte que:
1. El plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda y transcurrido dicho término, de no hacerse pronunciamiento alguno se entenderán las resoluciones en sentido negativo.

2. La negativa ficta es definida como la figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa dentro de los plazos previstos, se entiende que se resuelve en sentido negativo.
3. Que es competencia del Tribunal Estatal de Justica Administrativa, conocer los juicios que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos, tales como las que se configuren por negativa ficta, por el transcurso del plazo de tres meses.
4. Define la resolución administrativa, como acto administrativo que pone fin a un procedimiento de forma expresa y determina que tendrá ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente.

5. Por lo que hace al plazo para la interposición de la demanda, en lo que aquí interesa, para el caso de negativa ficta será en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución expresa, debiendo anexar el actor la copia de la petición no resuelta; la demandada al contestar la demanda deberá expresar los hechos y el derecho en que se apoya la misma, de lo contrario, se le tendrá por confesa, salvo prueba en contrario.

6. Ahora bien, para los casos en que se reclame una resolución definitiva, el plazo para la interposición de la demanda, de conformidad con lo dispuesto por la fracción primera del artículo 24 idem, será de treinta días hábiles siguientes al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos, y se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha y en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido de un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente.
7. Por otro lado, el numeral 171 de la legislación local en aplicación, establece que el acto administrativo válido será eficaz, ejecutivo y exigible a partir de que se configure la negativa ficta.

8. Finalmente, se establece que en los casos en que se reclame una negativa ficta, la demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación.
Así, puede ampliarse la demanda en el juicio contencioso, porque cuando se impugna una resolución negativa ficta, la enjuiciada, al producir su contestación, está en aptitud legal de dar motivos que sustenten su determinación denegatoria por ficción de la ley, en la inteligencia de que la autoridad tiene libertad de argüir los motivos que estime necesarios para lograr la validez de ese acto que se le imputa.
Establecido lo anterior, cabe recordar que el acto que en todo caso constituye la resolución definitiva para efectos del juicio contencioso, es la resolución (expresa o ficta) que recaiga a la petición del gobernado a través del cual demande el pago derivado del contrato de obra pública.
Expuesto lo anterior, de autos se advierte que la accionante promovió juicio contencioso administrativo mediante escrito presentado el veintiséis de noviembre de dos mil veinte, contra la resolución de negativa ficta recaída al escrito presentado ante Servicios de Salud, el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, mediante el cual solicitó el pago de los trabajos extras que se hicieron en los Centros de Salud enlistados en el presupuesto entregado al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento de esa dependencia, por la cantidad de $********* (********* pesos *********/100 M.N), así como los gastos financieros por pago tardío, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí
, en relación con el contrato de Obra Pública ********* de treinta de julio de dos mil catorce.

En relación con lo anterior, de las constancias que integran el juicio de origen, se advierte que a dicha demanda, la actora anexó entre otros documentos, copia del oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, suscrito por el Director de Administración de Servicios de Salud, mediante el cual, en atención a su escrito presentado el diecisiete de abril del citado año, la demandada, Servicios de Salud de San Luis Potosí, emitió el siguiente pronunciamiento:

“[…] En relación a su escrito, recibido el pasado 17 de abril del año en curso, en el que solicita el pago de trabajos extraordinarios que supuestamente su representada realizado, y que no estaban considerados en el Contrato de Obra Pública, con legislación Estatal, a Precio Alzado y Tiempo Determinado número *********/2014, consistentes en: Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de 8 (ocho) Centros de Salud, bajo el sistema constructivo prefabricado a base de muros de concreto con recubrimiento de PVC rígido integral patentado y losa de concreto, ubicados en diferentes domicilios y localidades del Estado de San Luis Potosí, al respecto agradeceré proporcione al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento, los siguientes  documentos sellados y firmados de recibido tanto en original como en copia (para su cotejo).
Presupuesto entregado el 06 de julio de 2015.
Tarjetas de Precios Unitarios, autorizados por el área correspondiente.
Dictamen Técnico emitido el 07 de julio de 2015.
Cabe mencionar, que una vez que sea entregada la información solicitada, se procederá a revisar e inspeccionar de manera física los trabajos en cuestión, y de ser aprobados, se realizara el trámite correspondiente para su pago.”

En cumplimiento al oficio anterior, el actor por escrito presentado ante Servicios de Salud el dieciocho de junio de dos mil diecinueve, expuso lo siguiente:

“[…] Que por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma, vengo a dar cumplimiento al requerimiento contenido en el Oficio número ********* notificado el día 11 de mayo de 2019, en el que solicita los siguientes documentos sellados y firmados de recibido: 

[…]

Una vez que esta Dirección haya recibido la información requerida mediante oficio, previamente al cotejo solicito sean devueltos los originales, autorizando para que los reciba a la C. Karla Denisse Cid Patiño.

Asimismo, solicito proceda a resolver e inspeccionar los trabajos en cuestión, una vez aprobados, prosiga a realizar el trámite correspondiente para su debido pago. […]”

Con base en lo anterior, como se dijo en párrafos precedentes, la Tercera Sala Unitaria sostuvo toralmente, que al apreciarse que la responsable, ya había emitido un pronunciamiento respecto de la petición presentada el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, no se configuraba la negativa ficta.

Por su parte, la recurrente aduce medularmente que sí se configuró la negativa ficta, en razón de que la respuesta que le otorgó la demandada mediante oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, no contiene los elementos que debe contener una respuesta administrativa; de ahí que era dable considerar que existió el silencio administrativo por parte de Servicios de Salud, pues aunque hubo tal respuesta la misma fue evasiva, renuente y sin fundamentación ni motivación.
La anterior aseveración deviene infundada, pues la recurrente parte de premisas falsas, ya que el silencio administrativo que configura la negativa ficta, aparece como una presunción legal, como una ficción que la ley establece a favor del administrado, que puede entender desestimada su petición o recurso, para el sólo efecto de poder deducir frente a la denegación presunta la pretensión admisible. El silencio administrativo, así concebido, no tiene otro alcance que el puramente procesal de dejar abierta la posibilidad de acudir a los tribunales, considerándose cumplido el requisito previo, pese a la inactividad de la administración.

Es decir, al respecto, la denegación presunta se produce siempre que no se produzca contestación a una petición la cual se encuentre debidamente notificada, abstracción hecha de que hubiera recaído o no la resolución. Lo único que puede impedir que se presuma denegada la petición es la notificación -al que la formuló- de la resolución expresa.
Los efectos del silencio administrativo son:
a) Posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta.
b) No excluye el deber de resolver.
Es decir, dicha negativa ficta, no se actualizó ya que si bien *********, Sociedad Anónima de Capital Variable, presentó un escrito ante Servicios de Salud el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, no transcurrieron más de tres meses, sin que esta se pronunciara al respecto.

Por tanto, se coincide con la Tercera Sala Unitaria, en que no es dable considerar que la petición le fue desestimada, por el simple transcurso del tiempo, a efecto de formular frente a la denegación presunta o negativa ficta, el recurso o la pretensión admisible, ya que hubo una manifestación expresa por parte de la demandada, emitida mediante oficio *********, de siete de mayo de dos mil diecinueve.
Ahora bien, se dice que el recurrente parte de premisas falsas pues confunde la figura de la negativa ficta con la del derecho de petición, ya que éste en sus agravios, medularmente se duele de que la respuesta emitida por Servicios de Salud a su escrito presentado el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, no es congruente y fue renuente al no dar respuesta a la procedencia del pago de los trabajos extras y de los gastos financieros solicitados; de ahí que no cumpla con los requisitos de todo acto administrativo, es decir, ser congruente, completo, rápido y estar debidamente fundado y motivado. 

En primer término, previo a sustentar lo precisado en el párrafo que antecede, es conveniente precisar los motivos por los cuales no se acreditó la negativa ficta.

Los elementos que configuran una resolución negativa ficta, son los siguientes: 
a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.
Ahora bien, por cuanto hace al primero de los elementos, el mismo quedó acreditado, de conformidad con el escrito de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, el cual fue dirigido al Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí.

Luego, por cuanto hace al segundo de los elementos esenciales, consistente en el silencio de la autoridad administrativa ante quien fue presentada la solicitud de la parte actora, tal como debidamente lo sostuvo el a quo, este no se acreditó, ya que la demandada emitió respuesta mediante el oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve; misma que fue del conocimiento de la parte actora desde el ocho de mayo de dos mil diecinueve, tal como se advierte del oficio que adjuntó Servicios de Salud
 a su contestación.
Por tanto, como bien lo adujo la Tercera Sala Unitaria en el fallo recurrido; no se configuró el segundo de los elementos que configuran una resolución negativa ficta, ya que Servicios de Salud emitió respuesta a su petición mediante el oficio *********, precisándole lo siguiente:

“[…] En relación a su escrito, recibido el 17 de abril del año en curso, en el que solicita el pago de trabajos extraordinarios que supuestamente su representada realizo, y que no estaban considerados en el Contrato de Obra Pública, con Legislación Estatal, a Precio Alzado y Tiempo Determinado número *********-*********, consistentes en Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de 8 (ocho) Centros de Salud, bajo el sistema constructivo prefabricado a base de muros de concreto con recubrimiento de PVC rígido integral patentado y losa de concreto, ubicados en diferentes domicilios y localidades del Estado de San Luis Potosí, al respecto agradeceré proporcione al Departamento de obras, Conservación y Mantenimiento, los siguientes documentos sellados y firmados de recibido tanto en original como en copia (para su cotejo):

Presupuesto, entregado el 06 de julio de 2015

Tarjetas de Precios Unitarios, autorizados por el área correspondiente.

Dictamen Técnico emitido el 07 de julio de 2015.

Cabe mencionar, que una vez que sea entregada la información solicitada, se procederá a revisar e inspeccionar de manera física los trabajos en cuestión, y de ser aprobados, se realizará el trámite correspondiente para su pago. […]”

Determinación la anterior, que se hizo del conocimiento de la recurrente, el ocho de mayo de dos mil diecinueve; lo que además se corrobora con la copia que adjuntó la parte actora a su escrito inicial de demanda, del escrito de dieciocho de junio de dos mil diecinueve, suscrito por el administrador único de la moral actora, mediante el cual dio cumplimiento al oficio *********, acompañó la documentación requerida y solicitó nuevamente el pago.
En un segundo aspecto, como se dijo, la recurrente parte de premisas falsas, ya que afirma que si se configuró la negativa ficta, ya que la respuesta emitida por la demandada, no cumplió con los requisitos de todo acto de autoridad, es decir que la respuesta sea congruente, completa, rápida y debidamente fundada y motivada.

Sin embargo, dichos requisitos, son para los casos en que se reclame una vulneración al derecho de petición y no una configuración de negativa ficta, por los motivos siguientes:

La negativa ficta se trata de una ficción legal en virtud de la cual ante la falta de respuesta por el silencio de la autoridad se produce la desestimación del fondo de las pretensiones del particular.

Dicha figura se traduce necesariamente en una denegación tácita del contenido material de su petición; y uno de los propósitos esenciales de la citada figura se refiere a la determinación de la litis sobre la que versará el juicio contencioso administrativo, la cual sólo se refiere a la materia de fondo de lo pretendido por el particular y lo negado de manera ficta por la autoridad, a fin de garantizar al contribuyente la definición de su petición y una protección más eficaz respecto de los problemas controvertidos a pesar del silencio de la autoridad.

Lo anterior, permite que en un solo juicio se resuelva sobre la validez o invalidez de la resolución negativa ficta impugnada, por cuestiones de fondo, y, por otro lado, en la misma instancia, la autoridad tiene la oportunidad de defender la legalidad de la resolución negativa ficta que se configuró, expresando los fundamentos y motivos que sustentan la legalidad de su sentido negativo. 
Por otro lado, el derecho de petición que se consagra en el artículo 8o
 de la Constitución, es de naturaleza muy diversa y consiste en que a toda petición formulada por escrito en forma pacífica y respetuosa deberá recaer una contestación también por escrito, congruente con lo solicitado, la cual deberá hacerse saber al peticionario en breve término.

Sobre este tópico, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 51/98, precisó que el derecho de petición no se limita únicamente a la facultad de pedir algo a la autoridad, ya que el derecho público subjetivo que consagra aquel precepto, bien se podría denominar derecho de respuesta o más precisamente “derecho de recibir respuesta”, pues la Constitución Federal otorga la facultad de exigir jurídicamente que la autoridad responda a la petición que se le hace. 

Indicó que en términos generales, el derecho de petición se refiere al requerimiento que hace el gobernado para que la autoridad, de modo congruente, atienda y dé contestación por escrito a la solicitud del peticionario.

En ese mismo aspecto, la Segunda Sala señaló, que la riqueza del derecho de petición se manifiesta al constatar que sus diversas modalidades dan origen a las más variadas formas de relación institucional entre gobernantes y gobernados, y al crear las fórmulas para garantizar a los segundos la respuesta eficiente y expedita de parte de las autoridades del Estado a la formulación de sus requerimientos, por lo que consideró al derecho de petición, como el sustento de gran parte de las relaciones jurídicas entre gobernantes y gobernados; ya que constituye el mecanismo por el cual, los particulares realizan toda clase de trámites frente a las autoridades y ponen en movimiento a los órganos del Estado, sean estos judiciales, administrativos e, incluso, en algunos casos, legislativos.
Por otro lado, también la Segunda Sala sostuvo, que la negativa ficta se enclava en el ámbito de las relaciones administrativas que surgen entre los gobernados y algunos órganos de la administración pública; en esencia, por disposición del ordenamiento legal, la cual consiste en que al silencio administrativo; es decir, a la conducta omisiva en que incurre una autoridad administrativa cuando no contesta una petición que le formulan los administrados, se le atribuye una resolución en cierto sentido que permite su impugnación en los términos legales conducentes, y dijo que este supuesto se explicó al emitir la ejecutoria que resolvió la contradicción 27/90, en donde sostuvo:
“(…) la resolución negativa ficta es el sentido de la respuesta que la ley presume ha recaído a una petición, instancia o recurso formulado por escrito por un particular, cuando la autoridad omite resolverlo en el plazo previsto por el citado numeral. Su objeto es evitar que el peticionario se vea afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la autoridad que legalmente debe emitir la resolución correspondiente, de suerte que se rompa la situación de indefinición derivada de la abstención, pudiendo en consecuencia interponer los medios de defensa previstos por la ley, como lo es el juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación; con ello, además, se propicia que la autoridad, en su contestación, haga de su conocimiento los fundamentos y motivos de esa resolución, teniendo de esta forma oportunidad de objetarlos. La configuración de la resolución negativa ficta, da al interesado el derecho de combatirla ante el órgano correspondiente del Tribunal Fiscal de la Federación.”.
De lo anterior, se advierte que al silencio de la autoridad se le da un aspecto negativo, pues ante la omisión de la autoridad, las leyes le atribuyen la consecuencia de que ese silencio provoque que se presuma que la autoridad resolvió en forma negativa la solicitud escrita del peticionario.

Por otro lado, el derecho de petición previsto en el artículo 8º de nuestra Carta Magna, como premisa normativa se traduce en que a toda solicitud de los gobernados presentada por escrito ante cualquier servidor público, de manera respetuosa y pacífica, debe recaer una respuesta por escrito y en forma congruente, haciéndola del conocimiento de aquéllos en breve plazo, pero sin que el servidor esté vinculado a responder favorablemente a los intereses del solicitante.
Por su parte, la negativa ficta regulada en el artículo 3 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no tiene como finalidad obligar a las autoridades a emitir una respuesta en forma expresa, de forma congruente, debidamente fundada y motivada; sino que ante la falta de contestación de éstas, por más de tres meses, a una petición que se les formule por escrito, se considera, por ficción de la ley, como una resolución negativa.
Por tanto, como bien lo sostuvo la Tercera Sala Unitaria, no se configuró la negativa ficta, con motivo del escrito presentado el diecisiete de abril de dos mil diecinueve.

En ese mismo aspecto, de los agravios que hace valer la recurrente, se advierte que confunde el derecho de petición con la figura de la negativa ficta y sostiene que la respuesta contenida en el oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, no cumple con los requisitos que corresponden a las resoluciones de todo acto de autoridad; es decir, que sea congruente, completa, rápida y debidamente fundada y motivada, además que su petición no se encontraba encaminada a solicitar un informe o motivo por el cual no se han realizado los pagos de las estimaciones ahí señaladas, sino en la de obtener el pago.

Sin embargo, como quedó precisado en párrafos precedentes, debe establecerse que dichos requisitos, son para los casos en que se reclame una vulneración al derecho de petición y no una configuración de negativa ficta, pues al tratarse de una ficción legal en virtud de la cual ante la falta de respuesta por el silencio de la autoridad se produce la desestimación del fondo de las pretensiones del particular.
De ahí que, los motivos de disenso de la parte recurrente enumerados del uno al seis, resulten infundados.

Como consecuencia de ello, debe quedar establecido que la respuesta emitida mediante oficio *********, es una resolución expresa por parte de la demandada, la cual se le hizo de su conocimiento desde el ocho de mayo de dos mil diecinueve.

Luego, cuando se fijan los plazos para impugnar la negativa ficta, como se advierte de los preceptos transcritos con anterioridad, es en cualquier tiempo; sin embargo, para impugnar la resolución expresa, el plazo será de treinta días, contados a partir de que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata.
En el caso que nos ocupa, se advierte que *********, sociedad anónima de capital variable, el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, presentó escrito al Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí; que en atención a dicha petición, la demandada por oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, emitió una respuesta, es decir una resolución expresa, la cual fue del conocimiento de la actora desde el ocho de mayo de dos mil diecinueve.
Notificación que la parte actora al formular su ampliación de demanda, no vertió agravio alguno en cuanto a su legalidad; por tanto, se tiene que la convalidó, surtiendo así todos los efectos legales a que hubiere lugar.
Corolorario a lo anterior, respecto a la respuesta que otorgó la demandada a la parte actora, por oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, como bien lo sostuvo el a quo, resulta patente que originó el derecho de la moral recurrente, para interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa contestación en los plazos previstos por la ley aplicable.

Ahora, toda vez que resulta patente la inexistencia de la resolución negativa ficta que alude la quejosa, debido a la acreditación de una resolución expresa, y ante la omisión del A quo de pronunciarse en consecuencia, este Tribunal de Alazada advierte necesario modificar la sentencia recurrida para efectos de precisar al recurrente que, su demanda en consecuencia resulta extemporánea, dada la firmeza de la sentencia de primera instancia aquí analizada, en razón de la calificación de infundados de los agravios hechos valer por la parte inconforme, en que se desestimó la existencia de una resolución negativa ficta, pues contrario a lo pretendido por el recurrente, se ésta frente a una resolución expresa –contenida en el oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve-.

Marco normativo.

Ahora bien, en cuanto a los plazos y términos para impugnar los actos administrativos, los artículos 24, 133, fracción II y 237, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

[…]
I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:
a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.
b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.
d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente; […]
“ARTÍCULO 133. E l afectado podrá impugnar los actos administrativos recurribles que no hayan sido notificados o lo hubieren sido sin apegarse a lo dispuesto en este Código, conforme a las siguientes reglas:

[…]
II. Si el particular niega conocer el acto manifestará tal desconocimiento interponiendo el recurso administrativo correspondiente ante la autoridad competente para notificar dicho acto. La citada autoridad le dará a conocer el acto junto con la notificación que del mismo se hubiere practicado, para lo cual el particular señalará en el escrito del propio recurso, el domicilio en el que se deba dar a conocer y el nombre de la persona autorizada par a recibirlo, en su caso. Si no se señalare domicilio, la autoridad dará a conocer el acto mediante notificación por edictos; si no se señalare persona autorizada, se hará mediante notificación personal. El particular tendrá un plazo de quince días a partir del día siguiente a aquél en que la autoridad se los haya dado a conocer, para ampliar el recurso administrativo, impugnando el acto y su notificación, o cualquiera de ellos según sea el caso; […]”

“
“[…] ARTÍCULO 237. La demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en los casos siguientes:

I. Cuando se impugne una negativa ficta; 
II. Contra el acto principal del que derive la resolución impugnada en la demanda, así como su notificación, cuando se den a conocer en la contestación; […]”
Ahora bien, de los preceptos transcritos con antelación, se advierte que el término para impugnar una resolución expresa, como en el caso, será de treinta días hábiles siguientes al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata.
Asimismo, en los ordenamientos transcritos se prevé el procedimiento que deberá seguirse cuando el actor, manifieste desconocer la resolución que impugna, siendo dicho procedimiento el siguiente:
 I) En la demanda se deberá señalar la autoridad a la que se atribuye la emisión o notificación de dichas resoluciones.
 II) La autoridad al formular su contestación a la demanda, deberá exhibir las resoluciones impugnadas y sus constancias de notificación.
 III) El actor se encuentra constreñido a controvertir la legalidad de la notificación y de la propia resolución impugnada al momento de formular su ampliación a la demanda 
IV) Una vez analizados los agravios expresados en contra de la notificación de la resolución impugnada, si se resuelve que no existió notificación, o bien que ésta fue ilegal, se considerará que la actora es sabedora de la resolución impugnada desde la fecha en la que expresamente haya manifestado tener conocimiento de las mismas. 
V) Por otra parte, si se resuelve que la notificación fue legalmente practicada y como consecuencia de ello, la demanda es extemporánea, se sobreseerá el juicio en relación con la resolución impugnada. 
En este orden de ideas, acorde con el procedimiento previsto por la fracción II, del artículo 133 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tiene que, tal y como ya se ha señalado, la autoridad demandada cumplió con la carga procesal de acreditar en juicio, la existencia de la resolución impugnada.
Y respecto a que en su escrito inicial de demanda al instar la acción adujo que no había respuesta al ocurso de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, se insiste, ante la exhibición de las documentales aludidas y acorde al señalado procedimiento previsto por la citada fracción II, del artículo 133 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la actora se encontraba obligada a controvertir la legalidad de la notificación del oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, al momento de formular su ampliación a la demanda; sin que ello ocurriera así, pues la actora tuvo conocimiento de dicho oficio.

Situación anterior, la cual quedó acreditada con la notificación del oficio ********* de ocho de mayo de dos mil diecinueve, a *********; así como con el escrito signado por el Ingeniero *********, administrador único de la persona moral denominada *********, sociedad anónima de capital variable, presentado ante Servicios de Salud el dieciocho de junio de dos mil diecinueve, mediante el cual en atención al oficio citado, con el fin de dar cumplimiento a lo solicitado en dicho oficio; adjuntó el presupuesto entregado el seis de julio de dos mil quince, en original y copia, tarjetas de precios unitarios y dictamen técnico emitido el siete de julio de dos mil quince; asimismo solicitó la inspección de los trabajos en cuestión, para que una vez aprobados Servicios de Salud, procediera a realizar el pago correspondiente.
Luego, como ya se dijo, se advierte que la recurrente tuvo conocimiento de la resolución expresa contenida en el oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, desde el ocho de mayo de dos mil diecinueve, por tanto, contrario a lo que alude la apelante, la Tercera Sala Unitaria no se encontraba en aptitud de pronunciarse respecto al fondo, toda vez que la interposición de su demanda fue extemporánea.
Ello es así, ya que atendiendo a las constancias de autos, se advierte lo siguiente:
1. Por escrito presentado el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, ante Servicios de Salud, *********, administrador único de la persona moral denominada *********, sociedad anónima de capital variable, solicitó el pago de los trabajos extras; que se hicieron en los Centros de Salud enlistados en el presupuesto entregado al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento de esa dependencia, por $********* (********* pesos *********/100 M.N), así como los gastos financieros por pago tardío, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, en relación con el contrato de Obra Pública ********* de treinta de julio de dos mil catorce.

2. Por oficio ********* de siete de mayo de dos mil diecinueve, el Director de Administración de Servicios de Salud, emitió respuesta al escrito precisado en el inciso que antecede, notificándolo el ocho de mayo de dos mil diecinueve; el cual es del tenor siguiente:

“[…] En relación a su escrito, recibido el pasado 17 de abril del año en curso, en el que solicita el pago de trabajos extraordinarios que supuestamente su representada realizado, y que no estaban considerados en el Contrato de Obra Pública, con legislación Estatal, a Precio Alzado y Tiempo Determinado número *********/2014, consistentes en: Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de 8 (ocho) Centros de Salud, bajo el sistema constructivo prefabricado a base de muros de concreto con recubrimiento de PVC rígido integral patentado y losa de concreto, ubicados en diferentes domicilios y localidades del Estado de San Luis Potosí, al respecto agradeceré proporcione al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento, los siguientes  documentos sellados y firmados de recibido tanto en original como en copia (para su cotejo).
Presupuesto entregado el 06 de julio de 2015.
Tarjetas de Precios Unitarios, autorizados por el área correspondiente.
Dictamen Técnico emitido el 07 de julio de 2015.
Cabe mencionar, que una vez que sea entregada la información solicitada, se procederá a revisar e inspeccionar de manera física los trabajos en cuestión, y de ser aprobados, se realizara el trámite correspondiente para su pago.”

3. En cumplimiento al oficio anterior, el apelante por escrito presentado ante Servicios de Salud el dieciocho de junio de dos mil diecinueve, expuso lo siguiente:

“[…] Que por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma, vengo a dar cumplimiento al requerimiento contenido en el Oficio número ********* notificado el día 11 de mayo de 2019, en el que solicita los siguientes documentos sellados y firmados de recibido: 

[…]

Una vez que esta Dirección haya recibido la información requerida mediante oficio, previamente al cotejo solicito sean devueltos los originales, autorizando para que los reciba a la C. Karla Denisse Cid Patiño.

Asimismo, solicito proceda a resolver e inspeccionar los trabajos en cuestión, una vez aprobados, prosiga a realizar el trámite correspondiente para su debido pago. […]”

4. Finalmente, el veintiséis de noviembre de dos mil veinte, *********, administrador único de la persona moral denominada *********, sociedad anónima de capital variable, instó el juicio de nulidad, alegando una supuesta negativa ficta configurada con motivo del escrito presentado el diecisiete de abril de dos mil diecinueve.

Por tanto, es indudable que el término de treinta días a que se refiere el transcrito numeral 24, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, transcurrió a partir del día siguiente en que se notificó –ocho de mayo de dos mil diecinueve-, por lo que el término para interponer su demanda de nulidad transcurrió del trece de mayo al veintiuno de junio de dos mil diecinueve, descontándo de ese cómputo los días, diez
, once, doce, dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de mayo; uno, dos, ocho, nueve, quince y dieciséis de junio de dos mil diecinueve. 
Así las cosas, si la demanda fue presentada ante la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, hasta el veintiséis de noviembre de dos mil veinte, según se desprende del sello de recibido, se concluye que la presentación de la demanda resulta extemporánea al haber fenecido el plazo que la ley le concedía para tal efecto, y como consecuencia de ello, los actos combatidos en la resolución emitida por oficio *********, se consideran tácitamente consentidos para los efectos del juicio de nulidad que nos ocupa.
Con base en lo antes determinado, este Tribunal de Alzada, considera que se actualiza de manera manifiesta e indudable la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:
[…]

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro; […]”
 Lo que por sí solo hace que se actualice la causal prevista en la fracción VI, del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y como consecuencia, procede el sobreseimiento del juicio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 228, fracción VI y 229, fracción II, del código en mención. 

En ese orden, toda vez que los agravios resultaron infundados y ante la violación advertida por esta Alzada, procede modificar la sentencia, para el efecto de precisar el sentido de la misma y decretar su sobreseimiento, al resultar extemporánea la demanda presentada por la actora.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22, fracción II,
 del Reglamento Interior de este Tribunal se habilita al licenciado Juan Carlos Romero Oviedo, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Por lo anteriormente expuesto, fundado y además con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

 RESUELVE
ÚNICO. Se MODIFICA la sentencia de diez de enero de dos mil veintidós, emitida por la Tercera Sala Unitaria en el juicio contencioso administrativo *********/3, para efecto de declarar el SOBRESEIMIENTO, en el referido juicio, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a *********sociedad anónima de capital variable, por conducto de su administrador único********* y a través del Buzón Electrónico a Servicios de Salud de San Luis Potosí; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Mónica Lárraga Sainz, Secretaria de Acuerdos conforme a lo dispuesto por el artículo 53, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� Foja 263 de los autos del Juicio de Origen


� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Foja 19-22 del Toca








� Fojas 62-63 del Toca





� “ARTÍCULO 154.


[…]





La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”





� Personalidad que se le reconoció en el juicio contencioso administrativo de origen en auto de uno de diciembre de dos mil veinte. F 69.


� Foja 246 del juicio de origen.


� ARTÍCULO 40. Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen.


Las autoridades que conozcan del asunto, según corresponda, podrán solicitar mediante exhorto, la colaboración de las contralorías, órganos internos de control, o de los tribunales judiciales para realizar las notificaciones personales que deban llevar a cabo respecto de aquellas personas que se encuentren en lugares que se hallen fuera de su jurisdicción.


� Fojas 235-243 Juicio de origen.


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/


� Escrito de demanda, foja 3 del expediente 837/2020-3





� Fojas 68 a 69 del expediente 837/2020-3





� Fojas 74 a 97 del expediente de origen.





� Fojas 131 a 132 del expediente de origen 





� Fojas. 137-152 juicio de origen.


� Fojas 174-176 juicio contencioso de origen.


� Foja 211 juicio contencioso de origen.


� F. 232-233 juicio de origen.


� F. 235-243 juicio de origen.


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� ARTÍCULO 138. En caso de incumplimiento en los pagos de las estimaciones y de ajuste de los costos, a solicitud del contratista, la institución deberá pagar gastos financieros conforme a una tasa que será igual a la establecida por el Código Fiscal de la Federación, como si se tratara del supuesto de prórroga para el pago de créditos fiscales. Los gastos se calcularán sobre las cantidades no pagadas, y se computarán por días calendario a interés compuesto desde que se venció el plazo, hasta un máximo de noventa días calendario. Posterior a este plazo, se obliga a la institución de que se trate a pagar la tasa de interés interbancaria promedio que opere en la banca privada, y hasta la fecha en que se pongan efectivamente las cantidades a disposición del contratista. 





Tratándose de pagos en exceso que haya recibido el contratista, éste deberá reintegrar las cantidades pagadas con ese carácter, más los intereses correspondientes, conforme a lo establecido en el párrafo anterior. 





No se considera pago en exceso las diferencias que resulten a cargo del contratista que sean compensadas en las estimaciones. Lo previsto en este artículo deberá pactarse en los contratos respectivos.


� Fojas 64 y 128 juicio contencioso de origen.


� Foja 67 juicio contencioso de origen.


� González Pérez Jesús, ‘Derecho Procesal Administrativo Mexicano’, Editorial Porrúa, S.A., Universidad Nacional Autónoma de México, primera edición, 1998, pp. 163-165.


� Foja. 128 Juicio Contencioso de Origen.


� “Artículo 8o. Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República.


A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario”.





� Fojas 64 y 128 juicio contencioso de origen.


� Foja 67 juicio contencioso de origen.


� Día suspendido por Acuerdo del Pleno Ordinario de dos de mayo de dos mil diecinueve y en atención a lo dispuesto en el Calendario Oficial del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el que se señaló la suspensión de labores por el día de la madre.


“ARTÍCULO 22.- Las funciones inherentes de los oficiales jurisdiccionales son: 


(…)


II. Colaborar al desahogo de las actuaciones, notificaciones y demás diligencias necesarias para la integración de expedientes que corresponden a la Sala;”


� ARTÍCULO 53. Es atribución de los Secretarios de Acuerdos


de la Sala Superior Unitaria:


I. Auxiliar al Magistrado en la formulación de los proyectos de resoluciones que les encomienden; […]”
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		JUICIO CONTENCIOSO: 837/2020/3.



		RECURRENTE: CONSTRUCCIONES Y EDIFICACIONES TANGAMANGA,  SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, POR CONDUCTO DE SU  AUTORIZADA EN TÉRMINOS AMPLIOS KARLA DENISSE CID PATIÑO. 
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		MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.



		SECRETARIO: MÓNICA LÁRRAGA SAINZ.





San Luis Potosí, San Luis Potosí, quince de agosto de dos mil veintidós.


V I S T O S para resolver los autos del toca 19/2022/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado por Construcciones y Edificaciones Tangamanga, sociedad anónima de capital variable, por conducto de su autorizada en términos amplios, Karla Denisse Cid Patiño, el dieciocho de marzo de dos mil veintidós, en la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; en contra de la resolución de diez de enero de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en el juicio contencioso administrativo 837/2020/3; turnados a ésta Sala Superior el veintisiete de abril de dos mil veintidós, mediante oficio SA-080/2022, signado por el Magistrado de la referida Tercera Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.


SEGUNDO.- Se tiene por no configurada la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de fecha diecisiete de abril de dos mil diecinueve y por tanto se declara que el Actor no acreditó las acciones intentadas en este procedimiento y que constituyen el acto reclamado de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de la presente resolución.…”


II.- Inconforme con la referida determinación, Construcciones y Edificaciones Tangamanga, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su autorizada en términos amplios Karla Denisse Cid Patiño, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el dieciocho de marzo de dos mil veintidós, en la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en éste Tribunal de Alzada el veintisiete de abril del mismo año; atendiendo a que por auto de ocho de abril de dos mil veintidós
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a ésta Sala Superior la apelación con las copias que adjuntó la recurrente, así como los autos del expediente 837/2020/3.

III.- Por acuerdo de dos de mayo de dos mil veintidós
, se radicó la apelación bajo el consecutivo 19/2022/SS y se ordenó notificar a la demandada en el juicio de origen Servicios de Salud de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.


IV.- El diecinueve de mayo de dos mil veintidós
 se tuvo a Blanca Medina Fonseca, en su carácter de Subdirectora de Asuntos Jurídicos del Organismo Descentralizado, denominado Servicios de Salud; por desahogando la vista otorgada en el auto de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la moral recurrente y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.

CONSIDERANDO


PRIMERO. Competencia. 
Esta Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer del presente recurso de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II,  23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado.


“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 


[…].”


“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 


En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”

“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 


Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.


Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 


En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 


Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.


Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.


En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.


Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”

TERCERO. Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima Construcciones y Edificaciones Tangamanga, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su autorizada en términos amplios Karla Denisse Cid Patiño
, ya que se trata de la parte actora en el juicio contencioso administrativo 837/2020/3, cuya resolución es el acto apelado en términos del artículo 152, primer párrafo, del mismo Código Procesal.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa fue notificada a la actora, ahora recurrente, personalmente el veinticuatro de febrero de dos mil veintidós
, por lo que en términos del artículo 40
 del mismo código procesal, dicha notificación surtió efectos el veinticinco del mismo mes y año, por lo que el plazo de interposición transcurrió del veintiocho de febrero  al dieciocho de marzo de dos mil veintidós; sin contar los días cinco, seis, doce y trece de marzo de dos mil veintidós por ser inhábiles de conformidad con lo dispuesto por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo; por lo que si el recurso de apelación se presentó el dieciocho de marzo de dos mil veintidós, se interpuso oportunamente.

QUINTO.- Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.

Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por Construcciones y Edificaciones Tangamanga, Sociedad Anónima de Capital Variable, por conducto de su autorizada en términos amplios Karla Denisse Cid Patiño, es procedente, por las siguientes consideraciones. 

Marco normativo.

En el  artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:


I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;


II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;


III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:


a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.


b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.


c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.


d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 


IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.


Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En ese sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de diez de enero de dos mil veintidós
,  se determinó que no se configuró la resolución de negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, mediante el cual  solicitó el pago de los trabajos extras realizados a los Centros de Salud, por la cantidad de 1´817,220.49 (un millón ochocientos diecisiete mil doscientos veinte pesos 49/100 M.N.).

De lo anterior se advierte, que este asunto es de cuantía determinada, es decir por el monto de los trabajos extras demandados por la parte actora, los cuales ascienden al monto anteriormente señalado.

Por su parte, el artículo 152, fracción I, del código procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.


Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el diez de enero de dos mil veintidós, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $96.22 (noventa y seis pesos 22/100 M.N).

Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la  Unidad de Medida y Actualización asciende a $96.22 (noventa y seis pesos 22/100 M.N), multiplicado por mil quinientos, -en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $144,330.00 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos treinta pesos 00/100).

Lo anterior se refleja de la siguiente forma:

Valor diario UMA 2022: $96.22

Operación: 89.62 X 1500= $144,330.00

En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a $1´817,220.49 (un millón ochocientos diecisiete mil doscientos veinte pesos 49/100 M.N.), resulta superior a la requerida por la fracción I, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $144,330.00 (ciento cuarenta y cuatro mil trescientos treinta pesos 00/100).

De lo anterior se advierte, que el recurso intentado resulta procedente en atención a que el monto de la Litis rebasa el que establece la fracción I del citado artículo 152.


SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por la apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”


También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.


SÉPTIMO.- Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede  a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.

1. Por escrito presentado el veintiséis de noviembre de dos mil veinte, ante la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Manuel Antonio Castanedo de Alba, en su carácter de Administrador Único de la persona moral Construcciones y Edificaciones Tangamanga, sociedad anónima de capital variable, demandó de Servicios de Salud de Gobierno del Estado, los siguientes actos: 

“[…] Negativa Ficta configurada con motivo del escrito presentado en fecha 17 de abril de 2019 por CET ante la titular de Servicios de Salud de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, Dra. Mónica Liliana Rangel Martínez, en el que se solicitó el pago de los trabajos extras que se hicieron en los Centros de Salud enlistados en el presupuesto entregado al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento de esa dependencia por la cantidad de $1´817,220.49 (un millón ochocientos diecisiete mil doscientos veinte pesos 49/100 M.N.), así como los gastos financieros a que CET se hizo acreedora por pago tardío de conformidad con el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, en relación con el Contrato de Obras Públicas SSSLP-ADJDIR-CONST.OCHO C.S./2014, de fecha 30 de julio de 2014 […]”


2. Admisión. Mediante auto de uno de diciembre de dos mil veinte
, la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a Servicios de Salud de Gobierno del Estado, por conducto de su titular Mónica Liliana Rangel Martínez, para que produjera su contestación a la demanda.


3. Contestación de demanda. Por escrito presentado el seis de enero de dos mil veintiuno
, Juan Manuel Barbosa Martínez, en su carácter de Subdirector de Asuntos Jurídicos de Servicios de Salud de San Luis Potosí, dio contestación a la demanda y ofreció pruebas.

4. Vista. En auto de veinte de enero de dos mil veintiuno
, la Sala de Origen tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda y admitió las pruebas ofrecidas por las partes.


5. Ampliación de demanda. Por escrito presentado el once de marzo de dos mil veintiuno
, la actora amplió su demanda, aduciendo toralmente que sí se configura la negativa ficta respecto de su petición de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, en razón de que la respuesta emitida por la demandada mediante oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, no emitió resolución a la petición formulada, sino únicamente da un seguimiento a la petición al requerirle documentación para resolver la petición de pago que le realizó.

6.  Por auto de siete de julio de dos mil veintiuno
 la Tercera Sala Unitaria declaró precluido el derecho de la autoridad demandada para contestar la ampliación de demanda  y por contestando en sentido afirmativo.


7.- Finalmente el trece de septiembre de dos mil veintiuno
, se señalaron las catorce horas del veintiuno de octubre del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia de Ley. 


8. Citación para sentencia. En la fecha y hora señalada en el inciso anterior, se llevó a cabo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita, sin la asistencia de las partes; se desahogaron las pruebas; se dio cuenta con el escrito de la actora mediante el cual formuló alegatos y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo 837/2020-3.


12. Emisión de sentencia. Mediante resolución de diez de enero de dos mil veintidós
 la Tercera Sala Unitaria, consideró que no se configuró la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante en su escrito de diecisiete de abril de dos mil diecinueve y por tanto, declaró que no acreditó las acciones intentadas en dicho procedimiento.

La anterior determinación constituye la materia de impugnación.


OCTAVO. ESTUDIO. Los agravios que hace valer la recurrente, son infundados; por ende, insuficientes para revocar el fallo impugnado; no obstante, este Tribunal advierte una violación que conlleva a modificar la resolución apelada.

Previo a dar inicio al estudio de los agravios, se estima necesario realizar una breve síntesis de las consideraciones en que se sustenta el fallo reclamado.

En el fallo recurrido de diez de enero de dos mil veintidós, dictado en el juicio contencioso administrativo 837/2020-3, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria determinó que la Litis se entabló en relación a la legalidad o ilegalidad de la negativa ficta que recayó al escrito presentado por la parte actora el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, ante la demandada Servicios de Salud, en el que solicitó el pago de los trabajos extras que se hicieron en los Centros de Salud enlistados en el presupuesto entregado al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento de esa dependencia, por la cantidad de $1’817,220.49 (un millón ochocientos diecisiete mil doscientos veinte pesos 49/100 M.N.), así como los gastos financieros a que Construcciones y Edificaciones Tangamanga, Sociedad Anónima de Capital Variable, se hizo acreedora por el pago tardío de conformidad con el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, en relación con el Contrato de Obra Pública SSSLP-ADJDIR-CONST.OCHO C.S./2014, de treinta de julio de dos mil catorce.

Luego, la Sala de Origen en el considerando sexto expresó que no se acreditó la negativa ficta ya que en relación a la petición formulada por la parte actora el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, recayó una respuesta por parte de la autoridad demandada, mediante el oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve.


Para tal efecto, atendió a que los elementos que configuran una resolución negativa ficta, son los siguientes: 


a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.


b)
El silencio de la autoridad.


c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Por tanto, en el fallo recurrido se sostuvo que no se configuró la negativa ficta impugnada ya que no se colmó con el elemento precisado en el inciso b), pues no se acreditó un silencio por parte de la demandada, situación que se corroboró con la respuesta emitida mediante el oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, se denota que jamás existió un silencio por parte de Servicios de Salud de San Luis Potosí, que pudiera implicar intrínsecamente una respuesta a la solicitud o pedimento formulado a su cargo, en sentido negativo, ya que hubo un pronunciamiento respecto del documento sobre el cual se pretende recaiga la declaratoria de negativa ficta.

En consecuencia, al no tener por configurada la segunda hipótesis que configura la negativa ficta, la Tercera Sala Unitaria refirió que no podía ser analizada la respuesta contenida en el oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, pues el propósito de la resolución negativa ficta es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad, lo cual no ocurrió en el asunto de que se trata, en virtud de que la demandada si le dio respuesta y le notificó la misma a la hoy accionante.


Luego, al no haber interpuesto los medios de defensa pertinentes, en contra de dicha respuesta en los plazos previstos, no era dable pronunciarse respecto a la legalidad o ilegalidad de la respuesta.

En virtud de lo anterior, la Tercera Sala Unitaria, declaró que no se configuraba la resolución negativa ficta a la solicitud hecha por el accionante a su escrito de diecisiete de abril de dos mil diecinueve y por tanto declaró que el actor no acreditó las acciones intentadas.


En contra de dicha determinación, la actora recurrente, esgrime en esencia lo siguiente:

1. Que es equivocado que la Tercera Sala Unitaria determine, que no se configura la negativa ficta en virtud de que la autoridad demandada, emitió respuesta a su petición de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, pues la causa petendi, no se ciñe únicamente en solicitar el “informe” o motivo por el cual no se han realizado los pagos de las estimaciones aducidas en dicho escrito, sino la de obtener el pago de las estimaciones ahí señaladas.


2. Por otro lado, refiere que de los elementos que configuran la negativa ficta, se desprende que esta se actualiza cuando no existe una respuesta por parte de la autoridad en un tiempo determinado (silencio administrativo), ó cuando haciéndolo, lo realiza de una manera renuente y sin fundamentación ni motivación, sin dar respuesta al fondo de la cuestión que se le planteó, se entenderá que está respondiendo en sentido negativo a lo peticionado.


3. En ese mismo aspecto, indica que la respuesta que emita la autoridad debe cumplir con los requisitos que corresponden a las resoluciones de todo acto administrativo; es decir, dice debe ser congruente, completa, rápida y debidamente fundada y motivada, siendo que en el caso, la otorgada mediante oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, no cumple con dichos requisitos, además de ser evasiva e incongruente a lo solicitado, ya que la petición no se centraba en solicitar información acerca del motivo por el cual no se han realizado los pagos de las estimaciones aducidas en el escrito referido, sino en la de obtener el pago de las mismas.


4. Que la respuesta dada por la autoridad demandada, es incongruente, pues no resuelve la pretensión; es decir, si procede o no el pago; ya que aduce no hay una exposición clara y directa de las razones de hecho y de derecho del porqué no es posible jurídicamente acceder a lo peticionado, sino que es evasivo y renuente a otorgar lo pedido.

5. Que la Tercera Sala Unitaria, no debió considerar como respuesta lo expuesto en el oficio 10152, ya que el mismo no tiene los elementos que debe contener una respuesta administrativa, por lo que incurrió en parcialidad a favor de la demandada, ello en contravención a lo dispuesto por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 3, fracción XX, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí y 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, pues dicho libelo debió haberse considerado como una respuesta evasiva, sin fundamentación ni motivación; y por tanto, tomarse como silencio administrativo, y en consecuencia, tener por configurada la negativa ficta.

6. Que es erróneo que la Tercera Sala Unitaria determinara que no era dable entrar al estudio del fondo del asunto, puesto que la negativa ficta sí se configuró, de ahí que se encontraba obligada a pronunciarse sobre el fondo de la pretensión, puesto que el propósito de la resolución de la negativa ficta, es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad.

Ahora bien, como se adelantó, los anteriores agravios vertidos por la aquí recurrente, son infundados, como enseguida se verá:

En el presente considerando se analizan de manera conjunta los agravios
, en atención a la estrecha relación que guardan entre sí, ya que están dirigidos al mismo fin, que consiste en demostrar que contrario a lo determinado por el A quo en la resolución combatida, a su parecer, sí se configuró la negativa ficta, en virtud de que la autoridad demandada, en respuesta a su petición de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, emitió una respuesta evasiva, en la que no contestó si era procedente el pago solicitado, lo que en modo alguno constituye, en su opinión, respuesta a lo solicitud de pago.

Para acreditar la anterior calificativa, en principio, es menester precisar que la acción que motivó los actos reclamados en el juicio de origen (negativa ficta) deriva de un contrato de obra pública a precio alzado y tiempo determinado, SSSLP-ADJDIR-CONST.OCHO C.S/2014.

En este orden de ideas, de la demanda de nulidad se desprende que la actora reclamó 1) la resolución negativa ficta del escrito presentado el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, a Servicios de Salud, mediante el cual solicitó el pago de los trabajos extras que se hicieron en los Centros de Salud enlistados en el presupuesto entregado al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento de esa dependencia, por $1´817,220.49 (un millón ochocientos diecisiete mil doscientos veinte mil pesos 49/100 M.N), así como los gastos financieros por pago tardío, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, en relación con el contrato de Obra Pública SSSLP-ADJDIR-CONST.OCHO C.S/2014 de treinta de julio de dos mil catorce; y 2) la nulidad de la negativa ficta y por consecuencia, el pago de las prestaciones reclamadas.

Ahora bien, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de la jurisprudencia 2a./J. 63/2020 (10a), con registro digital 2022835, determinó que para demandar un tema relacionado con el pago derivado del incumplimiento a las cláusulas de un contrato de obra pública, es necesario que el gobernado previamente requiera el cumplimiento respectivo, para generar el acto donde la autoridad manifieste su voluntad (expresa o ficta) de no cumplir con lo pactado, en dicho criterio se establece lo siguiente:

“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CUANDO SE DEMANDA EL PAGO DERIVADO DEL INCUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DE UN CONTRATO DE OBRA PÚBLICA, Y NO EXISTA ACTO DE AUTORIDAD QUE TENGA EL CARÁCTER DE DEFINITIVO. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron sobre la procedencia del juicio contencioso administrativo cuando se reclama el pago derivado del cumplimiento de un contrato de obra pública; mientras uno de ellos sostiene que es necesario aplicar el principio de interpretación más favorable, de modo que se acepte la procedencia del juicio, aun cuando no exista una resolución, acto o procedimiento emitido por autoridad, que tenga el carácter de definitivo; el otro sostuvo que se requiere una resolución que tenga el carácter de definitiva, o bien, en su caso, elevar una solicitud ante la autoridad respecto al pago de las cantidades reclamadas para que le recaiga una negativa ficta o expresa, que constituya esa última voluntad; sin que el principio de interpretación más favorable implique inobservar los diversos principios constitucionales y legales del sistema jurídico mexicano, tal como se sostiene en la jurisprudencia de esta Segunda Sala 2a./J. 56/2014 (10a.). 

Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que la sola afirmación sobre el incumplimiento de las cláusulas de un contrato de obra pública es insuficiente para hacer procedente el juicio contencioso administrativo federal. 

Justificación: Lo anterior, atendiendo a que los artículos 14 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (abrogada) y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de manera expresa establecen que es necesaria la existencia de una resolución definitiva. Entonces, para demandar un tema relacionado con el pago derivado del incumplimiento a las cláusulas de un contrato de obra pública, es necesario que el gobernado previamente requiera el cumplimiento respectivo, para generar el acto donde la autoridad manifieste su voluntad de no cumplir con lo pactado, porque será el acto o resolución que le cause perjuicio; o bien, en su caso, ante la omisión de respuesta, se actualizará la negativa ficta que haga procedente el juicio contencioso administrativo. Lo anterior no riñe con el derecho fundamental de acceso a la impartición de justicia, porque las condicionantes previstas en la ley para la procedencia del juicio contencioso administrativo no privan a los gobernados de los derechos consagrados en la Norma Fundamental, ya que el legislador únicamente está ejerciendo la facultad conferida constitucionalmente.

Además, por razones de seguridad jurídica, para la correcta y funcional administración de justicia y para la efectiva protección de los derechos de las personas, los Estados pueden y deben establecer presupuestos y criterios de admisibilidad, de carácter judicial o de cualquier índole, de los recursos internos; de manera que si bien es cierto que dichos recursos deben estar disponibles para el interesado y resolver efectiva y fundadamente el asunto planteado y, en su caso, proveer la reparación adecuada, también lo es que no siempre y en cualquier caso cabría considerar que los órganos y tribunales internos deben resolver el fondo del asunto que se les plantea, sin que importe verificar los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia del recurso intentado.” 

Conforme a lo anterior, resulta palpable que la procedencia del juicio contencioso administrativo, respecto a un tema relacionado con un pago derivado del incumplimiento dado a las cláusulas de un contrato de obra pública, se encuentra condicionada a la existencia de una resolución definitiva; es decir, es necesario que el gobernado previamente solicite el cumplimiento respectivo, para que sea precisamente el acto que al efecto emita la autoridad donde se contenga la manifestación de no cumplir con lo pactado, la que haga procedente la vía, porque será el acto o resolución que le cause perjuicio, o bien, en su caso, ante la omisión de respuesta, se actualizara la negativa ficta.


Marco normativo.


Ahora bien, a la figura de negativa ficta, se encuentra prevista en los artículos 3, fracciones XVI y XX, 20, 24, fracción IV, 171, fracción II, 234, fracción II, 237, fracción I y 244, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, los cuales son del tenor siguiente:


“ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:

[…]

XVI. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular ;[…]”


“XX. Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente; […]”


“ARTÍCULO 20.- Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.


Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba  resolver […]”


 “ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:


[…]

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.


b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.


c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente; […]

IV. En el caso de negativa ficta en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa. […]” 


“ARTÍCULO 171. El acto administrativo válido será eficaz, ejecutivo y exigible: […]


[…] 


II. A partir de que se configure en el caso de ser negativa ficta, y […]”


“[…] ARTÍCULO 234. A la demanda deberán anexarse: 


[…]


II. Los documentos en que conste el acto impugnado y su notificación, cuando los tenga a su disposición el actor; o copia de la petición no resuelta, en caso de negativa ficta; […]” 


“[…] ARTÍCULO 237. La demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en los casos siguientes:


I. Cuando se impugne una negativa ficta; […]” 


“[…] ARTÍCULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes.


[…]Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.[…]”


De los artículos transcritos, se advierte que:

1. El plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda y transcurrido dicho término, de no hacerse pronunciamiento alguno se entenderán las resoluciones en sentido negativo.


2. La negativa ficta es definida como la figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa dentro de los plazos previstos, se entiende que se resuelve en sentido negativo.

3. Que es competencia del Tribunal Estatal de Justica Administrativa, conocer los juicios que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos, tales como las que se configuren por negativa ficta, por el transcurso del plazo de tres meses.

4. Define la resolución administrativa, como acto administrativo que pone fin a un procedimiento de forma expresa y determina que tendrá ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente.


5. Por lo que hace al plazo para la interposición de la demanda, en lo que aquí interesa, para el caso de negativa ficta será en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución expresa, debiendo anexar el actor la copia de la petición no resuelta; la demandada al contestar la demanda deberá expresar los hechos y el derecho en que se apoya la misma, de lo contrario, se le tendrá por confesa, salvo prueba en contrario.


6. Ahora bien, para los casos en que se reclame una resolución definitiva, el plazo para la interposición de la demanda, de conformidad con lo dispuesto por la fracción primera del artículo 24 idem, será de treinta días hábiles siguientes al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos, y se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha y en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido de un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente.

7. Por otro lado, el numeral 171 de la legislación local en aplicación, establece que el acto administrativo válido será eficaz, ejecutivo y exigible a partir de que se configure la negativa ficta.


8. Finalmente, se establece que en los casos en que se reclame una negativa ficta, la demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación.

Así, puede ampliarse la demanda en el juicio contencioso, porque cuando se impugna una resolución negativa ficta, la enjuiciada, al producir su contestación, está en aptitud legal de dar motivos que sustenten su determinación denegatoria por ficción de la ley, en la inteligencia de que la autoridad tiene libertad de argüir los motivos que estime necesarios para lograr la validez de ese acto que se le imputa.

Establecido lo anterior, cabe recordar que el acto que en todo caso constituye la resolución definitiva para efectos del juicio contencioso, es la resolución (expresa o ficta) que recaiga a la petición del gobernado a través del cual demande el pago derivado del contrato de obra pública.

Expuesto lo anterior, de autos se advierte que la accionante promovió juicio contencioso administrativo mediante escrito presentado el veintiséis de noviembre de dos mil veinte, contra la resolución de negativa ficta recaída al escrito presentado ante Servicios de Salud, el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, mediante el cual solicitó el pago de los trabajos extras que se hicieron en los Centros de Salud enlistados en el presupuesto entregado al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento de esa dependencia, por la cantidad de $1´817,220.49 (un millón ochocientos diecisiete mil doscientos veinte mil pesos 49/100 M.N), así como los gastos financieros por pago tardío, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí
, en relación con el contrato de Obra Pública SSSLP-ADJDIR-CONST.OCHO C.S/2014 de treinta de julio de dos mil catorce.


En relación con lo anterior, de las constancias que integran el juicio de origen, se advierte que a dicha demanda, la actora anexó entre otros documentos, copia del oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, suscrito por el Director de Administración de Servicios de Salud, mediante el cual, en atención a su escrito presentado el diecisiete de abril del citado año, la demandada, Servicios de Salud de San Luis Potosí, emitió el siguiente pronunciamiento:


“[…] En relación a su escrito, recibido el pasado 17 de abril del año en curso, en el que solicita el pago de trabajos extraordinarios que supuestamente su representada realizado, y que no estaban considerados en el Contrato de Obra Pública, con legislación Estatal, a Precio Alzado y Tiempo Determinado número SSSLP-ADJDIR-CONST.OCHO C.S./2014, consistentes en: Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de 8 (ocho) Centros de Salud, bajo el sistema constructivo prefabricado a base de muros de concreto con recubrimiento de PVC rígido integral patentado y losa de concreto, ubicados en diferentes domicilios y localidades del Estado de San Luis Potosí, al respecto agradeceré proporcione al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento, los siguientes  documentos sellados y firmados de recibido tanto en original como en copia (para su cotejo).

Presupuesto entregado el 06 de julio de 2015.

Tarjetas de Precios Unitarios, autorizados por el área correspondiente.

Dictamen Técnico emitido el 07 de julio de 2015.

Cabe mencionar, que una vez que sea entregada la información solicitada, se procederá a revisar e inspeccionar de manera física los trabajos en cuestión, y de ser aprobados, se realizara el trámite correspondiente para su pago.”


En cumplimiento al oficio anterior, el actor por escrito presentado ante Servicios de Salud el dieciocho de junio de dos mil diecinueve, expuso lo siguiente:


“[…] Que por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma, vengo a dar cumplimiento al requerimiento contenido en el Oficio número 10152 notificado el día 11 de mayo de 2019, en el que solicita los siguientes documentos sellados y firmados de recibido: 


[…]


Una vez que esta Dirección haya recibido la información requerida mediante oficio, previamente al cotejo solicito sean devueltos los originales, autorizando para que los reciba a la C. Karla Denisse Cid Patiño.


Asimismo, solicito proceda a resolver e inspeccionar los trabajos en cuestión, una vez aprobados, prosiga a realizar el trámite correspondiente para su debido pago. […]”


Con base en lo anterior, como se dijo en párrafos precedentes, la Tercera Sala Unitaria sostuvo toralmente, que al apreciarse que la responsable, ya había emitido un pronunciamiento respecto de la petición presentada el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, no se configuraba la negativa ficta.


Por su parte, la recurrente aduce medularmente que sí se configuró la negativa ficta, en razón de que la respuesta que le otorgó la demandada mediante oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, no contiene los elementos que debe contener una respuesta administrativa; de ahí que era dable considerar que existió el silencio administrativo por parte de Servicios de Salud, pues aunque hubo tal respuesta la misma fue evasiva, renuente y sin fundamentación ni motivación.

La anterior aseveración deviene infundada, pues la recurrente parte de premisas falsas, ya que el silencio administrativo que configura la negativa ficta, aparece como una presunción legal, como una ficción que la ley establece a favor del administrado, que puede entender desestimada su petición o recurso, para el sólo efecto de poder deducir frente a la denegación presunta la pretensión admisible. El silencio administrativo, así concebido, no tiene otro alcance que el puramente procesal de dejar abierta la posibilidad de acudir a los tribunales, considerándose cumplido el requisito previo, pese a la inactividad de la administración.


Es decir, al respecto, la denegación presunta se produce siempre que no se produzca contestación a una petición la cual se encuentre debidamente notificada, abstracción hecha de que hubiera recaído o no la resolución. Lo único que puede impedir que se presuma denegada la petición es la notificación -al que la formuló- de la resolución expresa.

Los efectos del silencio administrativo son:

a) Posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta.

b) No excluye el deber de resolver.

Es decir, dicha negativa ficta, no se actualizó ya que si bien Construcciones y Edificaciones Tangamanga, Sociedad Anónima de Capital Variable, presentó un escrito ante Servicios de Salud el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, no transcurrieron más de tres meses, sin que esta se pronunciara al respecto.


Por tanto, se coincide con la Tercera Sala Unitaria, en que no es dable considerar que la petición le fue desestimada, por el simple transcurso del tiempo, a efecto de formular frente a la denegación presunta o negativa ficta, el recurso o la pretensión admisible, ya que hubo una manifestación expresa por parte de la demandada, emitida mediante oficio 10152, de siete de mayo de dos mil diecinueve.

Ahora bien, se dice que el recurrente parte de premisas falsas pues confunde la figura de la negativa ficta con la del derecho de petición, ya que éste en sus agravios, medularmente se duele de que la respuesta emitida por Servicios de Salud a su escrito presentado el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, no es congruente y fue renuente al no dar respuesta a la procedencia del pago de los trabajos extras y de los gastos financieros solicitados; de ahí que no cumpla con los requisitos de todo acto administrativo, es decir, ser congruente, completo, rápido y estar debidamente fundado y motivado. 


En primer término, previo a sustentar lo precisado en el párrafo que antecede, es conveniente precisar los motivos por los cuales no se acreditó la negativa ficta.


Los elementos que configuran una resolución negativa ficta, son los siguientes: 

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.


b)
El silencio de la autoridad.


c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Ahora bien, por cuanto hace al primero de los elementos, el mismo quedó acreditado, de conformidad con el escrito de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, el cual fue dirigido al Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí.


Luego, por cuanto hace al segundo de los elementos esenciales, consistente en el silencio de la autoridad administrativa ante quien fue presentada la solicitud de la parte actora, tal como debidamente lo sostuvo el a quo, este no se acreditó, ya que la demandada emitió respuesta mediante el oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve; misma que fue del conocimiento de la parte actora desde el ocho de mayo de dos mil diecinueve, tal como se advierte del oficio que adjuntó Servicios de Salud
 a su contestación.

Por tanto, como bien lo adujo la Tercera Sala Unitaria en el fallo recurrido; no se configuró el segundo de los elementos que configuran una resolución negativa ficta, ya que Servicios de Salud emitió respuesta a su petición mediante el oficio 10152, precisándole lo siguiente:


“[…] En relación a su escrito, recibido el 17 de abril del año en curso, en el que solicita el pago de trabajos extraordinarios que supuestamente su representada realizo, y que no estaban considerados en el Contrato de Obra Pública, con Legislación Estatal, a Precio Alzado y Tiempo Determinado número No SSSLP-ADJDIR-CONST.OCHO C.S/2014, consistentes en Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de 8 (ocho) Centros de Salud, bajo el sistema constructivo prefabricado a base de muros de concreto con recubrimiento de PVC rígido integral patentado y losa de concreto, ubicados en diferentes domicilios y localidades del Estado de San Luis Potosí, al respecto agradeceré proporcione al Departamento de obras, Conservación y Mantenimiento, los siguientes documentos sellados y firmados de recibido tanto en original como en copia (para su cotejo):


Presupuesto, entregado el 06 de julio de 2015


Tarjetas de Precios Unitarios, autorizados por el área correspondiente.


Dictamen Técnico emitido el 07 de julio de 2015.


Cabe mencionar, que una vez que sea entregada la información solicitada, se procederá a revisar e inspeccionar de manera física los trabajos en cuestión, y de ser aprobados, se realizará el trámite correspondiente para su pago. […]”


Determinación la anterior, que se hizo del conocimiento de la recurrente, el ocho de mayo de dos mil diecinueve; lo que además se corrobora con la copia que adjuntó la parte actora a su escrito inicial de demanda, del escrito de dieciocho de junio de dos mil diecinueve, suscrito por el administrador único de la moral actora, mediante el cual dio cumplimiento al oficio 10152, acompañó la documentación requerida y solicitó nuevamente el pago.

En un segundo aspecto, como se dijo, la recurrente parte de premisas falsas, ya que afirma que si se configuró la negativa ficta, ya que la respuesta emitida por la demandada, no cumplió con los requisitos de todo acto de autoridad, es decir que la respuesta sea congruente, completa, rápida y debidamente fundada y motivada.


Sin embargo, dichos requisitos, son para los casos en que se reclame una vulneración al derecho de petición y no una configuración de negativa ficta, por los motivos siguientes:


La negativa ficta se trata de una ficción legal en virtud de la cual ante la falta de respuesta por el silencio de la autoridad se produce la desestimación del fondo de las pretensiones del particular.


Dicha figura se traduce necesariamente en una denegación tácita del contenido material de su petición; y uno de los propósitos esenciales de la citada figura se refiere a la determinación de la litis sobre la que versará el juicio contencioso administrativo, la cual sólo se refiere a la materia de fondo de lo pretendido por el particular y lo negado de manera ficta por la autoridad, a fin de garantizar al contribuyente la definición de su petición y una protección más eficaz respecto de los problemas controvertidos a pesar del silencio de la autoridad.


Lo anterior, permite que en un solo juicio se resuelva sobre la validez o invalidez de la resolución negativa ficta impugnada, por cuestiones de fondo, y, por otro lado, en la misma instancia, la autoridad tiene la oportunidad de defender la legalidad de la resolución negativa ficta que se configuró, expresando los fundamentos y motivos que sustentan la legalidad de su sentido negativo. 

Por otro lado, el derecho de petición que se consagra en el artículo 8o
 de la Constitución, es de naturaleza muy diversa y consiste en que a toda petición formulada por escrito en forma pacífica y respetuosa deberá recaer una contestación también por escrito, congruente con lo solicitado, la cual deberá hacerse saber al peticionario en breve término.


Sobre este tópico, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 51/98, precisó que el derecho de petición no se limita únicamente a la facultad de pedir algo a la autoridad, ya que el derecho público subjetivo que consagra aquel precepto, bien se podría denominar derecho de respuesta o más precisamente “derecho de recibir respuesta”, pues la Constitución Federal otorga la facultad de exigir jurídicamente que la autoridad responda a la petición que se le hace. 


Indicó que en términos generales, el derecho de petición se refiere al requerimiento que hace el gobernado para que la autoridad, de modo congruente, atienda y dé contestación por escrito a la solicitud del peticionario.


En ese mismo aspecto, la Segunda Sala señaló, que la riqueza del derecho de petición se manifiesta al constatar que sus diversas modalidades dan origen a las más variadas formas de relación institucional entre gobernantes y gobernados, y al crear las fórmulas para garantizar a los segundos la respuesta eficiente y expedita de parte de las autoridades del Estado a la formulación de sus requerimientos, por lo que consideró al derecho de petición, como el sustento de gran parte de las relaciones jurídicas entre gobernantes y gobernados; ya que constituye el mecanismo por el cual, los particulares realizan toda clase de trámites frente a las autoridades y ponen en movimiento a los órganos del Estado, sean estos judiciales, administrativos e, incluso, en algunos casos, legislativos.

Por otro lado, también la Segunda Sala sostuvo, que la negativa ficta se enclava en el ámbito de las relaciones administrativas que surgen entre los gobernados y algunos órganos de la administración pública; en esencia, por disposición del ordenamiento legal, la cual consiste en que al silencio administrativo; es decir, a la conducta omisiva en que incurre una autoridad administrativa cuando no contesta una petición que le formulan los administrados, se le atribuye una resolución en cierto sentido que permite su impugnación en los términos legales conducentes, y dijo que este supuesto se explicó al emitir la ejecutoria que resolvió la contradicción 27/90, en donde sostuvo:

“(…) la resolución negativa ficta es el sentido de la respuesta que la ley presume ha recaído a una petición, instancia o recurso formulado por escrito por un particular, cuando la autoridad omite resolverlo en el plazo previsto por el citado numeral. Su objeto es evitar que el peticionario se vea afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la autoridad que legalmente debe emitir la resolución correspondiente, de suerte que se rompa la situación de indefinición derivada de la abstención, pudiendo en consecuencia interponer los medios de defensa previstos por la ley, como lo es el juicio de nulidad ante el Tribunal Fiscal de la Federación; con ello, además, se propicia que la autoridad, en su contestación, haga de su conocimiento los fundamentos y motivos de esa resolución, teniendo de esta forma oportunidad de objetarlos. La configuración de la resolución negativa ficta, da al interesado el derecho de combatirla ante el órgano correspondiente del Tribunal Fiscal de la Federación.”.

De lo anterior, se advierte que al silencio de la autoridad se le da un aspecto negativo, pues ante la omisión de la autoridad, las leyes le atribuyen la consecuencia de que ese silencio provoque que se presuma que la autoridad resolvió en forma negativa la solicitud escrita del peticionario.


Por otro lado, el derecho de petición previsto en el artículo 8º de nuestra Carta Magna, como premisa normativa se traduce en que a toda solicitud de los gobernados presentada por escrito ante cualquier servidor público, de manera respetuosa y pacífica, debe recaer una respuesta por escrito y en forma congruente, haciéndola del conocimiento de aquéllos en breve plazo, pero sin que el servidor esté vinculado a responder favorablemente a los intereses del solicitante.

Por su parte, la negativa ficta regulada en el artículo 3 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no tiene como finalidad obligar a las autoridades a emitir una respuesta en forma expresa, de forma congruente, debidamente fundada y motivada; sino que ante la falta de contestación de éstas, por más de tres meses, a una petición que se les formule por escrito, se considera, por ficción de la ley, como una resolución negativa.

Por tanto, como bien lo sostuvo la Tercera Sala Unitaria, no se configuró la negativa ficta, con motivo del escrito presentado el diecisiete de abril de dos mil diecinueve.


En ese mismo aspecto, de los agravios que hace valer la recurrente, se advierte que confunde el derecho de petición con la figura de la negativa ficta y sostiene que la respuesta contenida en el oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, no cumple con los requisitos que corresponden a las resoluciones de todo acto de autoridad; es decir, que sea congruente, completa, rápida y debidamente fundada y motivada, además que su petición no se encontraba encaminada a solicitar un informe o motivo por el cual no se han realizado los pagos de las estimaciones ahí señaladas, sino en la de obtener el pago.


Sin embargo, como quedó precisado en párrafos precedentes, debe establecerse que dichos requisitos, son para los casos en que se reclame una vulneración al derecho de petición y no una configuración de negativa ficta, pues al tratarse de una ficción legal en virtud de la cual ante la falta de respuesta por el silencio de la autoridad se produce la desestimación del fondo de las pretensiones del particular.

De ahí que, los motivos de disenso de la parte recurrente enumerados del uno al seis, resulten infundados.


Como consecuencia de ello, debe quedar establecido que la respuesta emitida mediante oficio 10152, es una resolución expresa por parte de la demandada, la cual se le hizo de su conocimiento desde el ocho de mayo de dos mil diecinueve.


Luego, cuando se fijan los plazos para impugnar la negativa ficta, como se advierte de los preceptos transcritos con anterioridad, es en cualquier tiempo; sin embargo, para impugnar la resolución expresa, el plazo será de treinta días, contados a partir de que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata.

En el caso que nos ocupa, se advierte que Construcciones y Edificaciones Tangamanga, sociedad anónima de capital variable, el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, presentó escrito al Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí; que en atención a dicha petición, la demandada por oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, emitió una respuesta, es decir una resolución expresa, la cual fue del conocimiento de la actora desde el ocho de mayo de dos mil diecinueve.

Notificación que la parte actora al formular su ampliación de demanda, no vertió agravio alguno en cuanto a su legalidad; por tanto, se tiene que la convalidó, surtiendo así todos los efectos legales a que hubiere lugar.

Corolorario a lo anterior, respecto a la respuesta que otorgó la demandada a la parte actora, por oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, como bien lo sostuvo el a quo, resulta patente que originó el derecho de la moral recurrente, para interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa contestación en los plazos previstos por la ley aplicable, por lo que no podía ser analizada en dicho procedimiento.


Ahora, toda vez que resulta patente la inexistencia de la resolución negativa ficta que alude la quejosa, debido a la acreditación de una resolución expresa, y ante la omisión del A quo de pronunciarse; en consecuencia, este Tribunal de Alazada advierte necesario modificar la sentencia recurrida para efectos de precisar al recurrente que, su demanda en consecuencia resulta extemporánea, dada la firmeza de la sentencia de primera instancia aquí analizada, en razón de la calificación de infundados de los agravios hechos valer por la parte inconforme, en que se desestimó la existencia de una resolución negativa ficta, pues contrario a lo pretendido por el recurrente, se ésta frente a una resolución expresa –contenida en el oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve-.


Marco normativo.


Ahora bien, en cuanto a los plazos y términos para impugnar los actos administrativos, los artículos 24, 133, fracción II y 237, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen lo siguiente:


“ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:


[…]

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.


c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente; […]

“ARTÍCULO 133. E l afectado podrá impugnar los actos administrativos recurribles que no hayan sido notificados o lo hubieren sido sin apegarse a lo dispuesto en este Código, conforme a las siguientes reglas:


[…]

II. Si el particular niega conocer el acto manifestará tal desconocimiento interponiendo el recurso administrativo correspondiente ante la autoridad competente para notificar dicho acto. La citada autoridad le dará a conocer el acto junto con la notificación que del mismo se hubiere practicado, para lo cual el particular señalará en el escrito del propio recurso, el domicilio en el que se deba dar a conocer y el nombre de la persona autorizada par a recibirlo, en su caso. Si no se señalare domicilio, la autoridad dará a conocer el acto mediante notificación por edictos; si no se señalare persona autorizada, se hará mediante notificación personal. El particular tendrá un plazo de quince días a partir del día siguiente a aquél en que la autoridad se los haya dado a conocer, para ampliar el recurso administrativo, impugnando el acto y su notificación, o cualquiera de ellos según sea el caso; […]”


“

“[…] ARTÍCULO 237. La demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en los casos siguientes:


I. Cuando se impugne una negativa ficta; 

II. Contra el acto principal del que derive la resolución impugnada en la demanda, así como su notificación, cuando se den a conocer en la contestación; […]”

Ahora bien, de los preceptos transcritos con antelación, se advierte que el término para impugnar una resolución expresa, como en el caso, será de treinta días hábiles siguientes al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata.

Asimismo, en los ordenamientos transcritos se prevé el procedimiento que deberá seguirse cuando el actor, manifieste desconocer la resolución que impugna, siendo dicho procedimiento el siguiente:

 I) En la demanda se deberá señalar la autoridad a la que se atribuye la emisión o notificación de dichas resoluciones.

 II) La autoridad al formular su contestación a la demanda, deberá exhibir las resoluciones impugnadas y sus constancias de notificación.

 III) El actor se encuentra constreñido a controvertir la legalidad de la notificación y de la propia resolución impugnada al momento de formular su ampliación a la demanda 

IV) Una vez analizados los agravios expresados en contra de la notificación de la resolución impugnada, si se resuelve que no existió notificación, o bien que ésta fue ilegal, se considerará que la actora es sabedora de la resolución impugnada desde la fecha en la que expresamente haya manifestado tener conocimiento de las mismas. 

V) Por otra parte, si se resuelve que la notificación fue legalmente practicada y como consecuencia de ello, la demanda es extemporánea, se sobreseerá el juicio en relación con la resolución impugnada. 

En este orden de ideas, acorde con el procedimiento previsto por la fracción II, del artículo 133 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tiene que, tal y como ya se ha señalado, la autoridad demandada cumplió con la carga procesal de acreditar en juicio, la existencia de la resolución impugnada.

Y respecto a que en su escrito inicial de demanda al instar la acción adujo que no había respuesta al ocurso de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, se insiste, ante la exhibición de las documentales aludidas y acorde al señalado procedimiento previsto por la citada fracción II, del artículo 133 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la actora se encontraba obligada a controvertir la legalidad de la notificación del oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, al momento de formular su ampliación a la demanda; sin que ello ocurriera así, pues la actora tuvo conocimiento de dicho oficio.


Situación anterior, la cual quedó acreditada con la notificación del oficio 10152 de ocho de mayo de dos mil diecinueve, a Diana Lizeth Lanas Jasso; así como con el escrito signado por el Ingeniero Manuel Antonio Castanedo de Alba, administrador único de la persona moral denominada Construcciones y Edificaciones Tangamanga, sociedad anónima de capital variable, presentado ante Servicios de Salud el dieciocho de junio de dos mil diecinueve, mediante el cual en atención al oficio citado, con el fin de dar cumplimiento a lo solicitado en dicho oficio; adjuntó el presupuesto entregado el seis de julio de dos mil quince, en original y copia, tarjetas de precios unitarios y dictamen técnico emitido el siete de julio de dos mil quince; asimismo solicitó la inspección de los trabajos en cuestión, para que una vez aprobados Servicios de Salud, procediera a realizar el pago correspondiente.

Luego, como ya se dijo, se advierte que la recurrente tuvo conocimiento de la resolución expresa contenida en el oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, desde el ocho de mayo de dos mil diecinueve, por tanto, contrario a lo que alude la apelante, la Tercera Sala Unitaria no se encontraba en aptitud de pronunciarse respecto al fondo, toda vez que la interposición de su demanda fue extemporánea.

Ello es así, ya que atendiendo a las constancias de autos, se advierte lo siguiente:

1. Por escrito presentado el diecisiete de abril de dos mil diecinueve, ante Servicios de Salud, Manuel Antonio Castanedo de Alba, administrador único de la persona moral denominada Construcciones y Edificaciones Tangamanga, sociedad anónima de capital variable, solicitó el pago de los trabajos extras; que se hicieron en los Centros de Salud enlistados en el presupuesto entregado al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento de esa dependencia, por $1´817,220.49 (un millón ochocientos diecisiete mil doscientos veinte mil pesos 49/100 M.N), así como los gastos financieros por pago tardío, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 138 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí, en relación con el contrato de Obra Pública SSSLP-ADJDIR-CONST.OCHO C.S/2014 de treinta de julio de dos mil catorce.


2. Por oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, el Director de Administración de Servicios de Salud, emitió respuesta al escrito precisado en el inciso que antecede, notificándolo el ocho de mayo de dos mil diecinueve; el cual es del tenor siguiente:


“[…] En relación a su escrito, recibido el pasado 17 de abril del año en curso, en el que solicita el pago de trabajos extraordinarios que supuestamente su representada realizado, y que no estaban considerados en el Contrato de Obra Pública, con legislación Estatal, a Precio Alzado y Tiempo Determinado número SSSLP-ADJDIR-CONST.OCHO C.S./2014, consistentes en: Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de 8 (ocho) Centros de Salud, bajo el sistema constructivo prefabricado a base de muros de concreto con recubrimiento de PVC rígido integral patentado y losa de concreto, ubicados en diferentes domicilios y localidades del Estado de San Luis Potosí, al respecto agradeceré proporcione al Departamento de Obras, Conservación y Mantenimiento, los siguientes  documentos sellados y firmados de recibido tanto en original como en copia (para su cotejo).

Presupuesto entregado el 06 de julio de 2015.

Tarjetas de Precios Unitarios, autorizados por el área correspondiente.

Dictamen Técnico emitido el 07 de julio de 2015.

Cabe mencionar, que una vez que sea entregada la información solicitada, se procederá a revisar e inspeccionar de manera física los trabajos en cuestión, y de ser aprobados, se realizara el trámite correspondiente para su pago.”


3. En cumplimiento al oficio anterior, el apelante por escrito presentado ante Servicios de Salud el dieciocho de junio de dos mil diecinueve, expuso lo siguiente:


“[…] Que por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma, vengo a dar cumplimiento al requerimiento contenido en el Oficio número 10152 notificado el día 11 de mayo de 2019, en el que solicita los siguientes documentos sellados y firmados de recibido: 


[…]


Una vez que esta Dirección haya recibido la información requerida mediante oficio, previamente al cotejo solicito sean devueltos los originales, autorizando para que los reciba a la C. Karla Denisse Cid Patiño.


Asimismo, solicito proceda a resolver e inspeccionar los trabajos en cuestión, una vez aprobados, prosiga a realizar el trámite correspondiente para su debido pago. […]”


4. Finalmente, el veintiséis de noviembre de dos mil veinte, Manuel Antonio Castanedo de Alba, administrador único de la persona moral denominada Construcciones y Edificaciones Tangamanga, sociedad anónima de capital variable, instó el juicio de nulidad, alegando una supuesta negativa ficta configurada con motivo del escrito presentado el diecisiete de abril de dos mil diecinueve.


Por tanto, es indudable que el término de treinta días a que se refiere el transcrito numeral 24, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, transcurrió a partir del día siguiente en que se notificó –ocho de mayo de dos mil diecinueve-, por lo que el término para interponer su demanda de nulidad transcurrió del trece de mayo al veintiuno de junio de dos mil diecinueve, descontándo de ese cómputo los días, diez
, once, doce, dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de mayo; uno, dos, ocho, nueve, quince y dieciséis de junio de dos mil diecinueve. 

Así las cosas, si la demanda fue presentada ante la Oficialía de Partes del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, hasta el veintiséis de noviembre de dos mil veinte, según se desprende del sello de recibido, se concluye que la presentación de la demanda resulta extemporánea al haber fenecido el plazo que la ley le concedía para tal efecto, y como consecuencia de ello, los actos combatidos en la resolución emitida por oficio 10152, se consideran tácitamente consentidos para los efectos del juicio de nulidad que nos ocupa.

Con base en lo antes determinado, este Tribunal de Alzada, considera que se actualiza de manera manifiesta e indudable la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor siguiente:


“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

[…]


VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro; […]”

 Lo que por sí solo hace que se actualice la causal prevista en la fracción VI, del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y como consecuencia, procede el sobreseimiento del juicio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 228, fracción VI y 229, fracción II, del código en mención. 


En ese orden, toda vez que los agravios resultaron infundados y ante la violación advertida por esta Alzada, procede modificar la sentencia, para el efecto de precisar el sentido de la misma y decretar su sobreseimiento, al resultar extemporánea la demanda presentada por la actora.


Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22, fracción II,
 del Reglamento Interior de este Tribunal se habilita al licenciado Juan Carlos Romero Oviedo, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y además con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:


 RESUELVE

ÚNICO. Se MODIFICA la sentencia de diez de enero de dos mil veintidós, emitida por la Tercera Sala Unitaria en el juicio contencioso administrativo 837/2020/3, para efecto de declarar el SOBRESEIMIENTO, en el referido juicio, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a Construcciones y Edificaciones Tangamanga sociedad anónima de capital variable, por conducto de su administrador único Manuel Antonio Castanedo de Alba y a través del Buzón Electrónico a Servicios de Salud de San Luis Potosí; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Mónica Lárraga Sainz, Secretaria de Acuerdos conforme a lo dispuesto por el artículo 53, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. 

		Claudio Alberto Alvarado Barragán

Magistrado Titular de la Sala Superior



		Mónica Lárraga Sainz. 


Secretaria de Acuerdos de la Sala Superior.





“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.


TOCA 19/2022/SS

ACTOR: CONSTRUCCIONES Y EDIFICACIONES TANGAMANGA SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, POR CONDUCTO DE SU ADMINISTRADOR ÚNICO MANUEL ANTONIO CASTANEDO DE ALBA

AUTORIDAD DEMANDADA (APELANTE): SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS POTOSÍ.


CITACIÓN: 19-mayo-2022

ENTREGA A SECRETARIO: 20-mayo-2022

ENTREGA DE PROYECTO: 07-JUNIO-2022

Sentencia impugnada:


1. Resolución de diez de enero de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo 837/2020/3, en la que se determinó que no se configuró la negativa ficta demandada.

TERCERO INTERESADO: No hay

		N°

		INDICE CRONOLÓGICO (JUICIO ORIGEN)

		FOJAS



		1

		CONSTRUCCIONES Y EDIFICACIONES TANGAMANGA SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, POR CONDUCTO DE SU ADMINISTRADOR ÚNICO MANUEL ANTONIO CASTANEDO DE ALBA

		f. 2-67





		2

		Admisión 01/diciembre/2020

		f. 68-69



		3

		Contestación Servicios de Salud

Ampliación actor


Acta final

		f. 74-130

f. 137-168


f. 232-333



		4

		Sentencia 10/enero/2022

		f.235-243



		8

		Se propone: confirmar los agravios son infundados, no se configura la negativa ficta y decretar sobreseimiento por extemporaneidad, respecto de la resolución expresa contenida en el oficio 10152 de siete de mayo de 2019.

Agravios Apelación


1. Que es equivocado que la Tercera Sala Unitaria determine, que no se configura la negativa ficta en virtud de que la autoridad demandada, emitió respuesta a su petición de diecisiete de abril de dos mil diecinueve, pues la causa petendi de dicha petición, no se ciñe únicamente en solicitar el “informe” o motivo por el cual no se han realizado los pagos de las estimaciones aducidas en dicho escrito, sino la de obtener el pago de las estimaciones ahí señaladas. (infundado, explicación elementos negativa ficta y silencio administrativo)


2. Por otro lado, refiere que de los elementos que configuran la negativa ficta, se desprende que esta se actualiza cuando no existe una respuesta por parte de la autoridad en un tiempo determinado (silencio administrativo), ó cuando haciéndolo, lo realiza de una manera renuente y sin fundamentación ni motivación, sin dar respuesta al fondo de la cuestión que se le planteó, se entenderá que está respondiendo en sentido negativo a lo peticionado. (infundado, se analiza en conjunto)


3. En ese mismo aspecto, indica que la respuesta que emita la autoridad debe cumplir con los requisitos que corresponden a las resoluciones de todo acto administrativo, es decir, congruente, completa, rápida y debidamente fundada y motivada, siendo que en el caso, la respuesta otorgada mediante oficio 10152 de siete de mayo de dos mil diecinueve, no cumple con dichos requisitos, además de ser una respuesta evasiva e incongruente a lo solicitado, ya que la petición no se centraba en solicitar información acerca del motivo por el cual no se han realizado los pagos de las estimaciones aducidas en el escrito referido, sino en la de obtener el pago de las mismas. (infundado, se analiza en conjunto)


4. Que la respuesta otorgada por la autoridad demandada, precisada en el inciso anterior, es incongruente pues no resuelve sobre la pretensión, es decir, si es procedente el pago; no hay una exposición clara y directa de las razones de hecho y de derecho del porqué no es posible jurídicamente acceder a lo peticionado, sino que es evasivo y renuente a otorgar lo pedido. (infundado, se analiza en conjunto)


5. Que la Tercera Sala Unitaria, no debió considerar como respuesta el oficio 10152, pues el mismo no tiene los elementos que debe contener una respuesta administrativa, por lo que incurrió en parcialidad a favor de la demandada, en contravención a lo dispuesto por el artículo 17 constitucional, 3, fracción XX, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí y 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, pues dicho oficio debió haberse considerado como una respuesta evasiva, sin fundamentación ni motivación y por tanto, tomarse como un silencio administrativo y en consecuencia tener por configurada la negativa ficta. (infundados diferencias derecho de petición a negativa ficta)


6. Que es equivocado que la Tercera Sala Unitaria determinara que no era dable entrar al estudio del fondo del asunto, puesto que la negativa ficta sí se configuró, de ahí que se encontraba obligada a pronunciarse sobre el fondo de la pretensión, puesto que el propósito de la resolución de la negativa ficta, es resolver la situación de incertidumbre jurídica provocada por la falta de respuesta de la autoridad.. (infundado, extemporaneidad) 


2. La Segunda Sala Unitaria no declaró la nulidad de la resolución para efectos en el que realizaran una correcta interpretación del artículo 27, fracción II, inciso a) de la Ley Hacendaria del Estado e indebidamente procede a analizar y valorar las pruebas (infundados Litis abierta, facultades discrecionales art. 252 Código Procesal)

		f. 24 proyecto 





		N°

		CONTESTA VISTA APELACIÓN

		FOJA

		CAUSAS IMPROC.



		1

		Blanca Medina Fonseca

		31-60

		no





Se propone: Modificar para decretar el SOBRESEIMIENTO por extemporaneidad y confirmar los agravios son infundados, no se configuró la negativa ficta, la demanda emitió respuesta al escrito y lo hizo de su conocimiento.

Tesis aplicadas a la solución del asunto.


1. Registro 2022835.


JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CUANDO SE DEMANDA EL PAGO DERIVADO DEL INCUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DE UN CONTRATO DE OBRA PÚBLICA, Y NO EXISTA ACTO DE AUTORIDAD QUE TENGA EL CARÁCTER DE DEFINITIVO.

Mónica Lárraga Sainz

� Foja 263 de los autos del Juicio de Origen



� “ARTÍCULO 152 



[…]



El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”







� Foja 19-22 del Toca











� Fojas 62-63 del Toca







� “ARTÍCULO 154.



[…]







La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”



� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 



I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 



II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 



III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.







ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 



I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 



II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 



III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 



IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 



V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 



La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 



Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”



� ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 



[…]



Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”







� Personalidad que se le reconoció en el juicio contencioso administrativo de origen en auto de uno de diciembre de dos mil veinte. F 69.



� Foja 246 del juicio de origen.



� ARTÍCULO 40. Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen.



Las autoridades que conozcan del asunto, según corresponda, podrán solicitar mediante exhorto, la colaboración de las contralorías, órganos internos de control, o de los tribunales judiciales para realizar las notificaciones personales que deban llevar a cabo respecto de aquellas personas que se encuentren en lugares que se hallen fuera de su jurisdicción.



� Fojas 235-243 Juicio de origen.



� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/



� Escrito de demanda, foja 3 del expediente 837/2020-3







� Fojas 68 a 69 del expediente 837/2020-3







� Fojas 74 a 97 del expediente de origen.







� Fojas 131 a 132 del expediente de origen 







� Fojas. 137-152 juicio de origen.



� Fojas 174-176 juicio contencioso de origen.



� Foja 211 juicio contencioso de origen.



� F. 232-233 juicio de origen.



� F. 235-243 juicio de origen.



� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 



� ARTÍCULO 138. En caso de incumplimiento en los pagos de las estimaciones y de ajuste de los costos, a solicitud del contratista, la institución deberá pagar gastos financieros conforme a una tasa que será igual a la establecida por el Código Fiscal de la Federación, como si se tratara del supuesto de prórroga para el pago de créditos fiscales. Los gastos se calcularán sobre las cantidades no pagadas, y se computarán por días calendario a interés compuesto desde que se venció el plazo, hasta un máximo de noventa días calendario. Posterior a este plazo, se obliga a la institución de que se trate a pagar la tasa de interés interbancaria promedio que opere en la banca privada, y hasta la fecha en que se pongan efectivamente las cantidades a disposición del contratista. 







Tratándose de pagos en exceso que haya recibido el contratista, éste deberá reintegrar las cantidades pagadas con ese carácter, más los intereses correspondientes, conforme a lo establecido en el párrafo anterior. 







No se considera pago en exceso las diferencias que resulten a cargo del contratista que sean compensadas en las estimaciones. Lo previsto en este artículo deberá pactarse en los contratos respectivos.



� Fojas 64 y 128 juicio contencioso de origen.



� Foja 67 juicio contencioso de origen.



� González Pérez Jesús, ‘Derecho Procesal Administrativo Mexicano’, Editorial Porrúa, S.A., Universidad Nacional Autónoma de México, primera edición, 1998, pp. 163-165.



� Foja. 128 Juicio Contencioso de Origen.



� “Artículo 8o. Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República.



A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario”.







� Fojas 64 y 128 juicio contencioso de origen.



� Foja 67 juicio contencioso de origen.



� Día suspendido por Acuerdo del Pleno Ordinario de dos de mayo de dos mil diecinueve y en atención a lo dispuesto en el Calendario Oficial del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en el que se señaló la suspensión de labores por el día de la madre.



“ARTÍCULO 22.- Las funciones inherentes de los oficiales jurisdiccionales son: 



(…)



II. Colaborar al desahogo de las actuaciones, notificaciones y demás diligencias necesarias para la integración de expedientes que corresponden a la Sala;”



� ARTÍCULO 53. Es atribución de los Secretarios de Acuerdos



de la Sala Superior Unitaria:



I. Auxiliar al Magistrado en la formulación de los proyectos de resoluciones que les encomienden; […]”
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